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1. Introducción
El Protocolo de violencia de género en el ámbito laboral para el Sector
Público Nacional1, aprobado en octubre de 2021 por la Decisión Administrativa
1012/2021, implica la recepción en el ámbito del Sector Público Nacional de los
principales aportes del Convenio N° 1902 de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) sobre la eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del
trabajo. Junto a la Recomendación de la OIT número 206, son las primeras
normas internacionales del trabajo que proporcionan un marco común para
prevenir y eliminar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, incluidas las
violencias y el acoso por motivos de género.

A través de este Protocolo se promueven ámbitos y relaciones laborales libres de
violencias y desigualdades de género mediante acciones de prevención,
orientación, asesoramiento y abordaje integral de la violencia y el acoso laboral
por motivos de género. El ámbito de aplicación del protocolo es el Sector Público
Nacional, el cual está integrado por la Administración Nacional, que comprende la
Administración Central, los Organismos Descentralizados y las Instituciones de
Seguridad Social; las Empresas y Sociedades del Estado; los Entes
Interestaduales; las Universidades Nacionales; los Fondos Fiduciarios; otros
Entes que si bien pertenecen al Sector Público Nacional no Financiero no revisten
el carácter de empresa o sociedad del Estado y no consolidan en el presupuesto
de la Administración Nacional; y por el Sector Público Nacional financiero,
integrado por el Sistema Bancario Oficial y otras Instituciones Públicas
Financieras.

El Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad de la Nación (en adelante
MMGyD) tiene una función rectora en su implementación. En ese marco, se
elaboran estos Lineamientos generales, una herramienta para:

- Acercarse al marco conceptual y legal aplicable en el abordaje de las
violencias por motivos de género en el sector público nacional.

- Brindar orientación a los equipos conformados o a conformarse para las
distintas instancias de intervención en las situaciones de violencia por
motivos de género: orientación/consultas/denuncia/investigación.

- Acompañar las situaciones de violencia por motivos de género que las
personas puedan estar atravesando por fuera del ámbito laboral.

2 Aprobado el 21 de junio de 2019 por la Conferencia Internacional del Trabajo mediante la Ley N°
27.580, publicada en el Boletín Oficial el 15 de diciembre de 2020.

1 Disponible en:
https://www.argentina.gob.ar/noticias/el-sector-publico-nacional-ya-cuenta-con-un-protocolo-
marco-para-el-abordaje-de-las

https://www.argentina.gob.ar/noticias/el-sector-publico-nacional-ya-cuenta-con-un-protocolo-marco-para-el-abordaje-de-las
https://www.argentina.gob.ar/noticias/el-sector-publico-nacional-ya-cuenta-con-un-protocolo-marco-para-el-abordaje-de-las


- Prevenir la violencia por motivos de género en el ámbito laboral, así como
sensibilizar y mitigar el impacto de la violencia doméstica en el mundo del
trabajo.

2. Marco normativo

Los marcos normativos internacionales y nacionales son un instrumento
ordenador para la transformación de las prácticas cotidianas y profesionales,
tanto para prevenir como para orientar, asesorar y acompañar a las personas que
atraviesan violencias por motivos de género en el ámbito laboral o doméstico y
que impactan en el mundo del trabajo.

A continuación, se presenta una síntesis de los principales instrumentos
normativos que pusieron en la agenda nacional e internacional el enfoque de
género y derechos humanos en el abordaje de las violencias por motivos de
género en el mundo del trabajo.

Marco
normativo

Específico de mujeres, género, diversidad y derecho del
trabajo

Internacional Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer (CEDAW - 1979).

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar
la Violencia contra la Mujer (“Belem do Pará” - 1994).

Principios de Yogyakarta (2016): Principios sobre la aplicación de
la legislación internacional de derechos humanos en relación con
la orientación sexual y la identidad de género.

Convenio OIT N° 111 OIT: que refiere al principio de no
discriminación y derecho a la igualdad de oportunidades y de
trato, en el empleo y la ocupación.

Convenio N° 190 OIT sobre violencia y acoso en el mundo del
trabajo (hasta la adopción del C190 no había en el derecho
internacional de los derechos humanos un instrumento
específico que abordase la violencia y el acoso en el mundo del
trabajo).



Nacional
Constitución Nacional: artículos 14 (derecho al trabajo), 14 bis
(condiciones dignas y equitativas de labor, derechos gremiales y
derecho a la seguridad social), 16 (igualdad ante la ley), 75 inciso
23 (medidas de acción positiva para promover la igualdad real de
oportunidades y de trato de las mujeres).

Ley de Contrato de Trabajo: artículos 17 (principio de no
discriminación), 81 (igualdad de trato), Título VII Trabajo de
Mujeres (artículos 172 a 186): prohibiciones, protección durante el
embarazo, licencia maternal, excedencia.

Ley N° 23.592 (actos discriminatorios): protege a las personas en
general (y por ello alcanza lxs trabajadorxs) de prácticas
discriminatorias. Siendo el sexo uno de los motivos prohibidos de
dichas discriminaciones.

Ley Nº 26.485 (Decreto reglamentario 1011/2010): considera
violencia laboral contra las mujeres a aquella que discrimina a las
mujeres en los ámbitos de trabajo públicos o privados y que
obstaculiza su acceso al empleo, contratación, ascenso,
estabilidad o permanencia, como también quebrantar el derecho
de igual remuneración por igual tarea o función. Incluye el
hostigamiento psicológico en forma sistemática sobre una
determinada trabajadora con el fin de lograr su exclusión laboral
(artículo 6, inciso c). Y al hablar de violencia sexual, refiere al
acoso sexual.

Ley N° 27.580, ratificación por parte de la República Argentina,
del Convenio 190 OIT.

Ley Nº 26.743 de Identidad de Género (2012).

Ley Nº 27.499 o “Ley Micaela” que establece la capacitación
obligatoria en género y violencia de género para todas las
personas que se desempeñan en la función pública, en los
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de la Nación (2019).



3. Marco conceptual

¿Qué son las violencias por motivos de género?

“Las violencias por motivos de género son una manifestación de las
relaciones de poder históricamente desiguales entre los géneros. Esta
perspectiva las enmarca como un problema social, cultural y político.
Es decir, cuando hablamos de violencias por motivos de género no
nos estamos refiriendo a un fenómeno individual, de pareja o
intrafamiliar, sino a la subordinación social de mujeres, lesbianas,
gays, bisexuales, trans, travestis, intersex, no binaries e identidades
no heteronormadas (LGBTI+) en el marco de un orden de género y
una política sexual que adquiere características particulares en el
actual escenario histórico”.

En “Violencias por motivos de género”
del Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad de la Nación, 2021.

La matriz de las desigualdades de género es un sistema que organiza la sociedad
de manera jerárquica y configura las relaciones sociales, políticas, culturales,
económicas y ambientales. El patriarcado oprime, subordina y domina a las
mujeres y LGBTI+ y la violencia contra ellxs es la expresión más explícita de esta
dominación.

Si bien se pueden reconocer diversos tipos y modalidades de violencias
-especificadas en la Ley Nº 26.485 de Protección Integral para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que
Desarrollen sus Relaciones Interpersonales (en adelante, Ley de Protección
Integral de las Mujeres)3- es necesario recuperar esta noción estructural para
comprender en profundidad su origen, dinámicas y las posibilidades para su
superación.

¿Cuándo hablamos de violencias por motivos de género en el ámbito
laboral?

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) entiende que la violencia y el
acoso en el trabajo son un reflejo de la violencia y el acoso que se producen en

3 Ley Nº 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las
Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales. Disponible en
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/150000-154999/152155/texact.htm



otros ámbitos de la vida. El trabajo tiene un papel central en la vida de las
personas, por lo que es necesario brindar una orientación clara, útil y aplicable
sobre cómo prevenir y abordar las situaciones de violencia y el acoso en este
ámbito4.

4 Sosa, Fabiana. El convenio 190 OIT por un mundo del trabajo libre de violencias Boletín Nº 22
(noviembre 2020). Ciudad Autónoma de Buenos Aires Observatorio de Género en la Justicia,
Consejo de la Magistratura CABA. Fecha de consulta 11/11/2021. Disponible en:
https://consejo.jusbaires.gob.ar/acceso/genero/boletines



Qué establece el Convenio 190 y su recomendación 206

El Convenio 190 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la violencia y
el acoso en el ámbito laboral es la primera norma internacional que aborda la
violencia y acoso en el mundo del trabajo, abarcando específicamente la violencia
y el acoso por motivos de género. Argentina es uno de los primeros países en
ratificar este instrumento que establece lineamientos para erradicar la violencia y
el acoso en el ámbito del trabajo, define conductas que considera inaceptables e
incompatibles con el trabajo decente y la dignidad humana.

Este convenio establece que la violencia y el acoso en el mundo del trabajo
afectan a la salud psicológica, física y sexual de las personas, a su dignidad y a su
entorno familiar y social. Insta a adoptar un enfoque inclusivo e integrado que
tenga en cuenta las consideraciones de género y aborde las causas que
subyacen, entre ellas los estereotipos de género, las formas múltiples e
interseccionales de discriminación y el abuso de las relaciones de poder por razón
de género, y los factores de riesgo.



En su artículo 1 señala que “la expresión «violencia y acoso» en el mundo del
trabajo designa un conjunto de comportamientos y prácticas inaceptables, o de
amenazas de tales comportamientos y prácticas, ya sea que se manifiesten una
sola vez o de manera repetida, que tengan por objeto, que causen o sean
susceptibles de causar, un daño físico, psicológico, sexual o económico, e incluye
la violencia y el acoso por razón de género”. Además, afirma que basta una sola
actitud o acción que cause o pueda causar daño en cualquier aspecto de la vida
de la persona, sin necesidad de repetición de la práctica, para que se considere
violencia o acoso.

De las principales definiciones del instrumento se desprende el surgimiento de
un nuevo paradigma de derecho: a diferencia de la normativa existente hasta el
momento, no trata la situación de violencia y acoso laboral como un tema entre
dos individuos, sino que es un problema de la organización productiva laboral en
donde ocurre. Esta mirada es fundamental para entender que la violencia y el
acoso en el mundo del trabajo, y específicamente la violencia y acoso por
motivos de género, es una problemática arraigada en la cultura patriarcal que
incluye el modo de organización de la producción laboral.

La violencia de género y el acoso laboral pasan a ser comprendidos en el marco
de patrones de asimetría del poder, constitutivos de la intersección entre el
sistema capitalista y patriarcal. Se hace hincapié en los factores sociales u
organizacionales como elementos significativos para la perpetración de la
violencia, e indica como elemento central de la violencia a la organización del
trabajo (preámbulo Convenio 190 y artículo 8 inciso “a” de la Recomendación
206).

En relación a la violencia y acoso por motivos de género, profundiza sobre la
asimetría de poder que existe en las relaciones laborales, e innova en la forma de
abordar el acoso sexual desde una perspectiva colectiva, ya que estas prácticas
no son consecuencia de un deseo irrefrenable o personal del agresor, sino que
son mensajes de reafirmación de poder, de dominación sobre quien se acosa y se
cosifica (artículo 1 de la Convención).



Formas de violencia por motivos de género que pueden darse en el ámbito
laboral

Como se mencionó anteriormente, la violencia y el acoso en el ámbito del trabajo
son un reflejo de la violencia y el acoso que se producen en otros ámbitos de la
vida. Por ello, podemos encontrar las mismas formas de violencia, aquellas que
se dan en formas sutiles e invisibles, así como aquellas que se manifiestan de
manera visible y explícita.



¿Cuál es el vínculo entre violencias de género y discriminación? ¿Cómo
impacta en el mundo del trabajo?

Es importante reconocer y visibilizar que las violencias contra las mujeres y
LGBTI+ son una forma de discriminación, y que dicha discriminación se expresa
de maneras diversas y variadas en el mundo del trabajo.

El Comité de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer (CEDAW), describe el vínculo entre violencia de
género y discriminación, en los siguientes términos:

“La violencia contra la mujer es una forma de discriminación que
impide gravemente que goce de derechos y libertades en pie de
igualdad con el hombre”.5

La relación entre discriminación y violencia de género, se encuentra, también,
receptada en Convención de Belém do Pará:

5 Naciones Unidas. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. (1992). La
violencia contra la mujer. 29/01/92. Recomendación General No.19 (actualizada por la
Recomendación N°35).



“La violencia es una manifestación de las relaciones de poder
históricamente desiguales entre mujeres y hombres”.6

Es por ello, que dicha convención reconoce:

“El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye,
entre otros: a) el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de
discriminación…”

El reconocimiento de que la violencia de género es una forma de discriminación
y, por consiguiente, una violación de los derechos humanos, nos permite
comprender que las causas específicas de la violencia de género y los factores
que incrementan el riesgo deben buscarse en un contexto general de la
discriminación sistemática por motivos de género y otras formas de
subordinación.7

Es necesario comprender que la violencia laboral por motivos de género es parte
de un contexto estructural de desigualdad, inseparable de las relaciones de poder
históricamente desiguales entre hombres y mujeres, así como de otras
identidades subalternizadas, constituyendo una violación sistemática a los
derechos humanos de mujeres y LGTBI+.

La discriminación hacia las mujeres y LGBTI+ en el ámbito del trabajo, está
relacionada con las desigualdades de género que lxs afectan.

En relación a las mujeres, la desigualdad se expresa en:
● Dificultad para el acceso al empleo, precariedad laboral, segmentación

laboral (de carácter horizontal y vertical), brecha salarial.
● Acoso sexual, hostigamiento psicológico, despido por embarazo o

matrimonio.
● Baja representación sindical, entre otras restricciones y vulneraciones de

derechos laborales.

En relación a LGBTI+:
● Dificultades en el acceso al empleo y hasta la exclusión del mercado

laboral.
● Hostigamiento, acoso, abuso sexual y otras formas de maltrato físico.

7 Naciones Unidas, Asamblea General, Adelanto de la mujer, Estudio a fondo sobre todas las
formas de violencia contra la mujer, Informe del secretario general, 2006.

6 Preámbulo, Convención de Belém do Pará.



● Preguntas invasivas sobre la vida privada.
● Imposición de modos de vestir que refuerzan estereotipos de género.

Cabe resaltar, en clave interseccional, que las desigualdades que transitan
mujeres y LGBTI+ se profundizan por la condición económica, orientación sexual,
raza, discapacidad, nacionalidad, edad, entre otros, lo que impide el ejercicio pleno
de sus derechos humanos.

A mayor vulnerabilidad económica y social, menor es la
inserción en el mercado laboral.

La Ley N° 26.485 aporta una definición que recepta la relación entre desigualdad
y violencia de género, entendiendo como violencia laboral, aquella que discrimina
a las mujeres en los ámbitos de trabajo públicos o privados y que obstaculiza su
acceso al empleo, contratación, ascenso, estabilidad o permanencia en el mismo,
exigiendo requisitos sobre estado civil, maternidad, edad, apariencia física o la
realización de test de embarazo. Remover estos patrones socioculturales es no
solo una necesidad, sino también un mandato legal8 a tener en cuenta para todas
las tareas de prevención en la temática.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos9 afirmó en diferentes
oportunidades que cuanto más rígidos son los patrones socioculturales que
toleran las desigualdades de género, se propician formas de violencia más
extremas.

Efectos de los estereotipos y roles de género que se traducen en desigualdad de
género y violencia laboral:

● Estándares más altos de evaluación para el acceso al trabajo
● Discriminación por edad con posibilidades reproductivas
● Obstáculos para el ingreso a sectores masculinizados de la economía
● Trayectorias laborales en áreas feminizadas
● Inserción en actividades laborales menos remuneradas
● Doble o triple jornada laboral
● Limitación en el acceso a puestos jerárquicos o decisión

9 Corte IDH, “Campo Algodonero vs. México”. El Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs.
México, sentencia de 16 de noviembre de 2009, condenó a México por violar el deber de no
discriminación contenido en el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,
dado que el Estado no dispuso los medios adecuados para luchar contra los estereotipos de
género.

8 Artículo 2°, Ley N° 26.485.



● Brecha salarial respecto de los varones
● Mayor exposición a sufrir acoso sexual o moral en el trabajo

Las brechas de género en datos

¿Cuál es el vínculo entre las violencias de género y el acoso?

El Convenio 190 refiere que nadie debería ser objeto de violencia y acoso en el
mundo del trabajo y define la violencia y el acoso como “un conjunto de
comportamientos y prácticas”, en lugar de establecer una diferencia entre ambos
conceptos.

Dentro de las definiciones, el artículo 1° dispone:



a) la expresión «violencia y acoso» en el mundo del trabajo como un
conjunto de comportamientos y prácticas inaceptables, o de amenazas
de tales comportamientos y prácticas, ya sea que se manifiesten una
sola vez o de manera repetida, que tengan por objeto, que causen o
sean susceptibles de causar, un daño físico, psicológico, sexual o
económico, e incluye la violencia y el acoso por razón de género.

Es una definición que complejiza la definición de la violencia y el acoso, porque
nos remite a pensar el entramado que existe entre acciones violentas de acoso y
actos discriminatorios. Además, no exige que las acciones se presenten de
manera repetida, ni sistemática, o continuada, pudiendo tratarse de un solo acto.
Por último, pueden ser acciones que causen daño o sean susceptibles de hacerlo,
presentando así un abordaje desde la subjetividad de la persona afectada y el
reconocimiento a la afectación de su dignidad.

Asimismo, el inciso b del  artículo 1° define que:

b) la expresión «violencia y acoso por razón de género» como la que
designa la violencia y el acoso que van dirigidos contra las personas
por razón de su sexo o género, o que afectan de manera
desproporcionada a personas de un sexo o género determinado, e
incluye el acoso sexual.

Tal como mencionamos en el apartado anterior, la violencia de género y la
perspectiva de género y diversidad, tanto en lo que hace a desigualdades de
género y diferencias entre varones, mujeres y LGBTI+, están ligados a la violencia
laboral, dado que los estereotipos de género ubican a mujeres y LGBTI+ en
condición de desigualdad respecto de sus pares varones y lxs hace más proclives
a vivir situaciones de violencia laboral, acoso y maltrato.

Por último, el Convenio 190, es claro al establecer que los Estados deben adoptar
las medidas pertinentes para erradicar las desigualdades de género, el abuso en
las relaciones de poder y los roles y estereotipos de género que fomentan la
violencia y el acoso.



4. Acciones a desarrollar para la
implementación del Protocolo violencia de
género en el Sector Público Nacional

4.1. Conformación y capacitación de las áreas competentes

El artículo 6 del Protocolo promueve que cada organismo cuente con un área
sustantiva a cargo del abordaje de situaciones de violencia por motivos de
género, que pueda estar atravesando cualquier trabajadorx del organismo.

Artículo 6. De las áreas competentes.

Se deberá disponer de un equipo de orientación, un área de género y/o
un área con competencia en la materia, con el objeto de brindar
asesoramiento, atender las consultas y realizar derivaciones relativas a
las situaciones abordadas por el presente protocolo. Quienes cumplan
ese rol deberán regirse por los principios establecidos en el Artículo 5°
del presente Protocolo. El Ministerio de las Mujeres, Géneros y
Diversidad capacitará a los equipos de orientación, estableciendo
lineamientos generales en materia de asistencia a personas en
situación de violencia por motivos de género y ofreciendo
herramientas y materiales de formación para los equipos. Todos/as
los/as trabajadores/as del Sector Público Nacional deberán ser
debidamente informados de la existencia y forma de contacto de los
equipos de orientación en funcionamiento en el organismo donde se
desempeñe laboralmente, y de los procedimientos y canales
habilitados para entrar en contacto con los mismos.

Para la conformación de estas áreas es importante tener en cuenta:

Que sean visibles y accesibles: será fundamental comunicar su existencia
mencionando objetivos, alcances y vías de contacto con el área. Para esto, es
necesario tener en cuenta distintos medios de difusión y contacto para llegar a
todxs lxs trabajadorxs.

Asimismo, es recomendable que se sitúe físicamente en un espacio accesible en
términos de infraestructura y visible en la ubicación respecto de las zonas de
mayor circulación de las personas, permitirá mayor reconocimiento de las tareas
emprendidas y acercamiento por parte de lxs trabajadorxs.



Por último, es importante que el lugar asignado al área de género y diversidad
cuente con más de un ambiente a los fines de poder mantener un espacio de
escucha que garantice privacidad, confianza y confidencialidad.

Que se conformen con equipos interdisciplinarios: el abordaje
interdisciplinario se enmarca en la búsqueda de soluciones a problemas
colectivos a partir de reconocer que las intervenciones de forma aislada no
brindan respuestas integrales acordes a la complejidad de las situaciones. En la
medida de lo posible, se recomienda la constitución de un equipo
interdisciplinario compuesto por profesionales de la abogacía, el trabajo social y
la psicología, entre otros. Asimismo, los recursos técnicos y metodológicos
específicos de cada una de las profesiones pueden aportar a la resolución de una
problemática. Dentro de este equipo, será fundamental la construcción y
distribución de roles y tareas que permitan el buen desempeño de la labor
asignada.

Que tenga funciones específicas: el área debe tener funciones claras y
específicas en lo que respecta al abordaje de las violencias por motivos de
género. Será necesario demarcar acciones de prevención de las violencias en el
ámbito laboral, como acciones vinculadas a la asistencia en las situaciones que lo
requieran. Es fundamental que pueda garantizar instancias de formación,
capacitación y sensibilización permanente entre lxs trabajadorxs respecto de esta
problemática.

Que promueva la formación y sensibilización permanente: se recomienda la
planificación de instancias de trabajo como reuniones de equipo, discusión de
situaciones abordadas, supervisión, formación conjunta y permanente en la
materia, a los fines de garantizar idoneidad para el cumplimiento de las
funciones.

En lo que respecta a la formación destinada a lxs trabajadorxs, es imprescindible
generar espacios en formato de charla, taller, curso virtual y/o conferencias con
invitadxs especialistas, en los que se aborden temas específicos referidos a
violencia por motivos de géneros en el ámbito laboral, apelando a la interpelación
y concientización de la violencia de género, su impacto en el desarrollo de las
relaciones interpersonales, la vinculación de la violencia doméstica y el
desempeño y desarrollo laboral de las mujeres y LGBTI+.



4.2. Acompañamiento, asesoramiento y orientación

Respecto de estas acciones el Protocolo refiere:

Artículo 7. Recepción de consultas- Instancia de asesoramiento y
primera escucha.

Instancia de consultas y orientación. Los equipos mencionados en el
art. 6 recibirán las consultas de aquellas personas que requieran
asesoramiento u orientación como consecuencia de atravesar
situaciones de violencia de género, de conformidad con los artículos 3
y 4 del presente protocolo. En ese marco, se deberá:
a) Brindar asistencia de primera escucha, respetando y garantizando
los principios rectores mencionados en el Artículo 5 del presente
Protocolo.
b) Analizar la consulta recibida y de acuerdo a la información brindada,
realizar un informe, en el que se expongan los hechos más relevantes,
la valoración de los derechos afectados, la asesoría brindada, y los
mecanismos de protección pertinentes, así como cualquier otra
sugerencia que se considere adecuada.
c) El informe será elevado a la máxima autoridad del organismo en el
que reviste a la persona en situación de violencia por motivos de
género, siempre que así lo solicite o preste su conformidad para
hacerlo, a fin de evaluar la posible tramitación de actuaciones
administrativas y/o investigaciones sumariales que correspondieren.
d) Se llevará un registro de las consultas recibidas y semestralmente se
elaborará un informe de carácter estadístico.

4.2.a Qué implica el acompañamiento

El acompañamiento implica abordar las situaciones de violencia de género que
lxs trabajadorxs se acercan a consultar, como situaciones detectadas por las
personas que integran el ámbito laboral y que son reportadas al área.
Acompañar permite incluir, detectar, contener, asesorar y orientar según la
situación.

Al asesorar se brinda información de los recursos disponibles además de
saberes, materiales, entre otros. Muchas situaciones que se presentan requieren
de instrumentar estrategias para establecer un acompañamiento acorde o
pertinente con la búsqueda de la resolución o transformación de la situación
planteada. En ese sentido, se va a orientar, es decir, se van exponer cuáles son
los recursos, en qué instancias o momentos se debería acceder a ellos
atendiendo a una estrategia acorde con la situación planteada.



El acompañamiento requiere pensar las situaciones y el rol de quienes
acompañan y quienes estarán a cargo de ello. Es necesario tener presente que
cada situación es particular y demanda un abordaje específico, esto nos permitirá
evitar soluciones preestablecidas que pueden no corresponderse con lo vivido
por el/lx trabajador/x que se acerca al equipo de orientación. Cada situación es
distinta e implica intervenciones situadas en el marco del ámbito laboral y de
acuerdo a las características de la persona que solicita orientación o
acompañamiento.

El abordaje se va a llevar a cabo partiendo del reconocimiento de las
desigualdades de género y el impacto diferencial que ocasiona en las trayectorias
de vida de las mujeres y LGBTI+.

Acompañar implica:

● Escuchar a la persona
● Construir un vínculo de confianza
● Contener
● Informar oportunamente
● Articular con otros organismos para asistir

4.2.b Principios rectores en la intervención

Al momento de la intervención, se deben tener en cuenta los principios rectores
que el Protocolo marca para el abordaje de las violencias por motivos de género
en el Sector Público Nacional establece en su artículo 5:

El abordaje ante situaciones de violencia por motivos de género se
regirá por los siguientes principios:
a) Escucha activa y empática por parte de quien recibe las consultas,
adoptando una actitud receptiva, sin críticas ni prejuicios, que
favorezca la comunicación por parte de quien consulta, así como su
participación en las decisiones para el diseño de una estrategia de
intervención y acompañamiento.
b) Confidencialidad y respeto. La persona que efectúe una consulta o

presente una denuncia en sede administrativa, será tratada con
respeto y confidencialidad, debiendo ser escuchada en su exposición
sin menoscabo de su dignidad y sin intromisión en aspectos que
resulten irrelevantes para el conocimiento de los hechos. En todo
momento se deberá respetar la confidencialidad de los datos que
manifieste querer mantener en reserva.



c) No revictimización. Se evitará la reiteración innecesaria del relato de
los hechos, como también de la exposición pública de la persona
denunciante y/o de los datos que permiten identificarla.
d) Contención y orientación. La persona afectada será orientada de

manera gratuita, en todo trámite posterior a la consulta, realización de
la denuncia administrativa, así como respecto del procedimiento que
pudiera seguir a dicha denuncia, de las acciones legales que tiene
derecho a emprender y medidas preventivas que puede solicitar.
e) Acceso a la información. Las personas que efectúen una consulta o
presenten una denuncia tienen derecho a recibir información acerca
del estado de las actuaciones, de las medidas adoptadas y de la
evolución del proceso.

La escucha es clave en el primer encuentro, también referido como primera
escucha. Esta instancia es una oportunidad para comenzar a acompañar a la
persona que atraviesa una situación de violencia por motivos de género en el
proceso de construir herramientas para atravesar esa situación.

En esta instancia, y durante todo el acompañamiento, se debe evitar emitir
juicios de valor sobre el relato, ni realizar inferencias que refuercen los
estereotipos que la persona en situación de violencia relata.

El rol de quien escucha y asesora es brindar herramientas a su alcance dentro de
las normativas y recursos, como información de organismos existentes dentro y
fuera del ámbito laboral a los cuales podamos derivar en la instancia de
orientación. El rol de quien escucha no es tomar decisiones por las personas.
Quien acompaña debe desarrollar acciones consensuadas con la persona en
situación de violencia de género que le permitan recuperar su independencia y
encauzar sus proyectos de vida.

En ese marco, es importante:

● No expulsar a la persona.
● Transmitirle confianza
● Que pueda sentirse acompañada y escuchada.
● Sostener el vínculo.
● Ayudarlx a reconstruir sus redes vinculares.

El lenguaje utilizado es importante porque las palabras pueden traer consigo
significados o interpretaciones que resultan expulsivas. En ocasiones, el lenguaje
puede estigmatizar, es decir, reforzar calificaciones negativas que revictimizan a
las personas en situación de violencia de género. La palabra víctima es un



ejemplo de esto porque ubica a la persona en situación de violencia de género en
un lugar de pasividad, sin capacidad de agencia.

Las posibilidades de actuar que tiene una persona sobre su propia realidad van a
depender de múltiples factores externos, sociales, materiales, entre otros, que no
necesariamente son constitutivos de su personalidad, sino que se trata de
factores que debe sortear en el marco de la relación de poder que hoy le
condiciona su acción. Se recomienda entonces usar “persona en situación de
violencia de género”.

En la escucha, es importante:

➔ Evitar realizar interpretaciones rápidas o que cierren sentido. En
ocasiones la persona no identifica como violencia algunas situaciones que
se desprenden de su relato. Las interpretaciones rápidas sobre lo que está
atravesando pueden elevar sus resistencias respecto de la intervención.

➔ Abstenerse de dar indicaciones sobre qué hay que hacer o de qué
forma hay que proceder. Si bien se trata de un acompañamiento, es la
propia persona la que decide qué es lo mejor para su vida. A partir de la
escucha, podemos identificar qué espera, qué desea, qué necesita, qué
siente.

➔ Usar preguntas abiertas puede ayudar a entablar la conversación y
dar lugar a que la persona ponga en palabras lo que siente. Es importante
no poner en duda su relato y respetar los tiempos para contar las
situaciones de violencia vividas. Puede suceder que la persona cuente
todo de una vez, o que haya cosas que no quiera compartir. Todo esto
debe ser respetado, sin forzar ni apurar situaciones.

Pensar en la importancia de la pregunta nos remite a la noción de
revictimización10. Muchas veces, solemos enunciar una cantidad de
preguntas que podríamos haber evitado para no causar malestar a la
persona en situación de violencia. Es necesario pensar qué información es
relevante y no pedir que cuente lo mismo en distintas oportunidades y a

10 Se entiende por revictimización, el sometimiento de la mujer agredida a demoras, derivaciones,
consultas inconducentes o innecesarias, como así también a realizar declaraciones reiteradas,
responder sobre cuestiones referidas a sus antecedentes o conductas no vinculadas al hecho
denunciado y que excedan el ejercicio del derecho de defensa de parte; a tener que acreditar
extremos no previstos normativamente, ser objeto de exámenes médicos repetidos, superfluos o
excesivos y a toda práctica, proceso, medida, acto u omisión que implique un trato inadecuado,
sea en el ámbito policial, judicial, de la salud o cualquier otro (Ley de protección integral para
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen
sus relaciones interpersonales, Decreto 1011/2010, artículo 3, inciso k).



varias personas. Registrar y sistematizar los datos ayuda a evitar volver a
indagar sobre algo que ya expresó.

➔ Crear un clima de confianza, de confidencialidad, un espacio de
escucha seguro donde no se juzgan las emociones o las cosas que la
persona desea reservar en su intimidad. Puede tratarse de la primera vez
que la persona expresa lo que le pasa, es entonces un momento
privilegiado para la escucha e importante para delinear el
acompañamiento.

La confidencialidad implica que no se debe brindar a tercerxs información
de la persona que solicita acompañamiento, ni de la situación expuesta,
sin su consentimiento previo. En situaciones donde un relato deba ser
expuesto por escrito y/o en un informe dirigido a otra área de la misma
institución con motivo del proceso de abordaje, solicitud de medidas o
puesta en conocimiento, es necesario reforzar el principio de
confidencialidad a los fines de resguardar la información, preservar a la
persona que la brindó y evitar cualquier tipo de divulgación de lo dicho.

➔ Brindar contención y orientación en el marco de la escucha activa. Para
favorecer la intervención es necesario crear un vínculo o contacto que
permita conocer la historia de esa persona para acompañarla en el
proceso, tanto en el reconocimiento de las violencias que atraviesa, como
al momento de pensar su proyecto de vida.

El rol de quien escucha será el de proveer información, contener, derivar
y/o articular con otros organismos del Estado y/o instituciones que formen
parte de la red de contención de la persona en situación de violencia.
Durante el proceso se intentará favorecer que las personas tomen las
decisiones sobre su vida y el proceso que atraviesan, que lo hagan de
manera informada y contenida.

➔ Saber y hacer saber que la transformación de su realidad caracterizada por
situaciones de violencia tiene una implicación individual, en lo que
respecta a la resignificación y visibilización de las relaciones de poder que
la colocan en situación de vulnerabilidad, pero por sobre todo, tiene una
salida colectiva. Es con la red, tanto afectiva como institucional y
comunitaria, con la que podrá construir otras opciones de vida.

➔ El acceso a la información es un derecho. Toda persona puede solicitar
y recibir la información generada, administrada o en posesión de las
autoridades, tanto públicas como privadas, quienes tienen la obligación de



ponerla a disposición y divulgarla para su conocimiento público, sin que la
persona necesite justificar su petición y sin que exista requerimiento al
respecto. Cuando ocultamos información, desde un lugar de poder dentro
de las instituciones laborales, ya sea privadas o estatales, estamos
ejerciendo violencia institucional y, en ese caso, estaríamos siendo parte
de la violencia que está atravesando la persona que se acerca a consultar
por su situación.

Por último, cabe aclarar que en el marco de escucha con la persona en situación
de violencia, pueden confluir situaciones que entrelazan el ámbito laboral y el
ámbito doméstico. En este sentido, importa destacar la recurrencia e implicancia
del ámbito doméstico en tanto impacta en el desarrollo laboral de la persona en
situación de violencia por motivos de géneros.

Es importante tener presente que, si bien el Protocolo en análisis aborda las
situaciones de violencia por motivos de género en el ámbito laboral, en el artículo
3 se deja en claro que: “aquellas personas que están vinculadas laboralmente al
Sector Público Nacional y que se encuentren atravesando una situación de
violencia por motivos de género por fuera del ámbito laboral, contarán con el
acompañamiento del organismo en el que trabajen”. Las situaciones de violencia
por motivos de género por fuera del ámbito laboral pueden ser múltiples y
variadas. Por el impacto que tiene la violencia doméstica en el mundo del trabajo,
y atendiendo a las previsiones del Convenio 190 de la OIT (de mitigar su
impacto), se abordará la violencia doméstica más adelante para brindar
herramientas de abordaje y acompañamiento en esos casos.

Las consideraciones previamente desarrolladas se pueden resumir en el siguiente
esquema:

Situaciones de violencia por
motivos de género en el ámbito
laboral

Situaciones de violencia por
motivos de género en el ámbito
doméstico que impactan en el
ámbito laboral

La finalidad de la intervención
institucional estará orientada a
poner fin a la situación de violencia
y/o reducir los perjuicios posibles
con perspectiva de género y
diversidad para lograr la restitución
de derechos. A su vez, se debe

El objetivo estará orientado a
asesorar, acompañar y contener e
incluso implementar medidas de
seguridad cuando el caso lo
requiera.

Sensibilizar a sus compañerxs,
reordenar su horario de trabajo si



asesorar, acompañar y contener a la
persona en situación de violencia.

fuera necesario, ponerla en
contacto con recursos

4.2.c Circuito de abordaje integral - Recepción de consultas y encuadre
de la situación

Como ya se mencionó, los equipos interdisciplinarios que intervendrán en las
situaciones de violencia por motivos de género deben contar con competencias,
capacidades y aptitudes específicas para la atención de personas que atraviesan
situaciones de violencia de género en el ámbito laboral, incorporando
transversalmente la perspectiva de género y diversidad de modo tal que pueda
construirse un proceso de acompañamiento y resolución desde un enfoque
integral que priorice la restitución de todos los derechos.

En primer término, se realizará la evaluación de riesgo para analizar el nivel de
riesgo que se desprende de una situación de violencia en función de una serie de
indicadores. El MMGyD elaboró el Sistema Integrado de Casos de Violencia por
Motivos de Género (SICVG) que ofrece a las áreas de género un módulo para
realizar esta evaluación de manera automática11.

El sistema mide el riesgo a partir de dos dimensiones principales:

1) La amenaza, que comprende la existencia de conductas violentas, la frecuencia,
el inicio y la vigencia de cada tipo de violencias.

2) La vulnerabilidad, que abarca determinadas características económicas,
sociales, sociodemográficas y psicológicas y, además, circunstancias que rodean
a la persona en situación de violencia y los efectos que producen en ella.

¿Cómo identificar si estamos frente a una situación de violencia
por motivos de género en el ámbito laboral?

El artículo 1 del Convenio 190 de la OIT identifica que los actos de
violencia se consideran por motivos de género cuando:

● Van dirigidos contra las personas por razón de su sexo o
género.

● afectan de manera desproporcionada a personas de un sexo o
género determinado.

11 Los indicadores de riesgo que integran este sistema para casos de violencia por motivos de
género se encuentran disponibles en la Resolución 48/2021 del Ministerio de las Mujeres, Género
y Diversidad de la Nación.



● entre el/los agresor/es y la persona agredida, haya un vínculo
laboral o en ocasión del trabajo, sin importar que haya
diferencia jerárquica entre ambxs. Es decir, el agresor puede
ser el empleador, un superior jerárquico, un par o bien un
subordinado de la persona en situación de violencia.

Se considera relación laboral a la etapa de acceso al empleo (contiene esto la
instancia de entrevista para el acceso al trabajo); durante el ingreso (se contiene
aquí la instancia de exámenes preocupacionales, asignación de tareas y
categorías, otras) la permanencia y el egreso del trabajo, pudiendo haber
manifestaciones de violencia laboral en todos estos momentos.

Se recomienda que el acompañamiento de una persona en situación de violencia
de género se realice desde el marco de un abordaje integral. Iniciar un circuito
de abordaje integral, implica posicionarse como agentes del Estado de
manera activa: acompañar, remover obstáculos institucionales, elaborar
estrategias de asistencia y acompañamiento, generar articulaciones
institucionales y organizacionales.

Existen distintas instancias para el ingreso al circuito de abordaje integral. En el
siguiente cuadro se plasman las diferentes instancias y tipos de intervención que
deben ser contempladas en este circuito, así como también posibles situaciones
que suponen estrategias diferenciadas.

Vía de ingreso de
consultas y
solicitudes de
asesoramiento,
acompañamiento
y/o ayuda.

Definir los medios institucionales habilitados para dirigir consultas y
solicitar contención y asesoramiento. Por ejemplo: un correo
electrónico destinado únicamente a la recepción de casos, un
teléfono, un número de WhatsApp, una oficina en la institución
donde se encuentren las personas asignadas para esta tarea, entre
otros.

Respuesta al primer
contacto

Acordar con la persona que se contacta un día y horario para tener
una entrevista personal en un ámbito libre de violencias. En el caso
de que la consulta sea un pedido de información sobre un tema o
situación específica, puede responderse por el mismo medio que
ingresó. Por ejemplo: una persona solicita información sobre los
diferentes tipos y modalidades de violencia por correo electrónico.



Primera escucha Debe ser atenta y empática, evitando reiterar o hacer preguntas
innecesarias. A través de ella se deben detectar el tipo de situación
(tipos y modalidades de violencia, si incurre en un delito o no, y si el
agresor pertenece o no a la institución), ya que esto permitirá saber
qué caminos pueden tomarse. Se deben tener en cuenta los factores
que aumentan las probabilidades de violencia y acoso, realizando
una evaluación de riesgo.

Intervenciones de
encuadre

Una vez caracterizada la situación, se debe informar a la persona
todos los caminos posibles a seguir según su situación, las
implicancias de cada opción (tiempos estimados que puede llevar su
resolución, con qué instituciones se articulará, acciones
institucionales a tomar, entre otros) con el objetivo de establecer
conjuntamente los marcos de acción posibles y las articulaciones
institucionales pertinentes, estableciendo tiempos estimados.

Intervenciones de
acuerdo

Implica la posibilidad de establecer y sostener acuerdos con la
persona en situación de violencia de género. La pertinencia y
dinámica de esos acuerdos variará según el proceso subjetivo y
contexto. Si la persona no puede sostener el acuerdo, se vuelven a
construir nuevos. Es importante destacar que es la persona a quien
acompañamos quien decide construirlos y no lxs profesionales según
sus consideraciones particulares.

Es fundamental contar siempre con el consentimiento expreso de la
persona para llevar adelante cualquier acción. Por ejemplo, no se
recomienda iniciar un proceso y/o trámite administrativo, si esto no
fue acordado con la persona en situación de violencia. O puede
suceder, que éste se haya iniciado pero la persona no desee
continuar, frente a lo cual, será necesario interrumpirlo, hasta tanto
la persona pueda continuar o no.

Intervenciones de
contención

Gran parte de la tarea frente a la situación de violencia está
vinculada a la construcción de un vínculo de escucha activa,
contención y orientación para ser acompañadxs en los términos en
que se considere teniendo en cuenta la evaluación de riesgo
pertinente y el consentimiento como la construcción de acuerdos
que se hayan establecido con la persona en situación de violencia.
Las intervenciones de contención implican alojar singularmente a
quien atraviesa la problemática, acompañar el proceso de
desnaturalización de la violencia y su impacto en la subjetividad de
las personas.

Intervenciones de
derivaciones
acompañadas

Implica la construcción y/o el fortalecimiento de redes comunitarias y
articulaciones institucionales. A su vez, el tránsito por estos espacios
requiere que la derivación sea acompañada y articulada a fin de
evitar revictimizaciones y realizar un seguimiento y evaluación de la
derivación para esa situación y futuras situaciones.



Acciones
institucionales

Se deben llevar a cabo las acciones institucionales pertinentes en
materia de prevención de las violencias, así como también aplicar las
sanciones que correspondan cuando el agresor sea miembro de la
institución.

Informe de avances La persona en situación de violencia tiene el derecho de notificarse
de los avances y resoluciones acerca de su caso cada vez que lo
desee tal como se establece en los principios rectores del proceso de
abordaje integral.

Durante la primera escucha se sugiere indagar en:

● Cómo la persona que consulta está atravesando la situación. Si posee
afecciones físicas/de salud mental como consecuencia de la violencia
laboral por motivos de género. Además, tener en cuenta si este trabajo
es su única fuente de ingresos y sostén familiar.

● De cuándo data la situación de violencia laboral por motivos de género.
● Datos relevantes de la situación como actividad: antigüedad laboral,

forma de contratación, entre otros.
● Relevar los hechos de la situación de violencia laboral por motivos de

género.
● Si en el establecimiento laboral hay asociación gremial, consultar si están

al tanto y si intervinieron (tener en cuenta que no se sugiere dar
intervención cuando el agresor es delegado u ocupa algún cargo
gremial).

● Indagar si se pudo notificar al área de Recursos Humanos y si tomaron
medidas disciplinarias o preventivas.

● Si la consulta es respecto de una práctica relacionada con la desigualdad
de género, es sustancial identificar si se sostiene en un reglamento,
estatuto, convenio o costumbre dentro de la cultura organizacional.

● Es fundamental registrar las redes de contención (laboral, familiar,
amistosas) que la persona tenga ya que serán fundamentales para
acompañar y contener durante el proceso, en caso de que la persona
decida emprender el camino de la notificación y/o denuncia para el cese
de la violencia y la correspondiente reparación.

4.2.d Recursos y herramientas para el abordaje integral

● Informe:

La construcción de un informe es importante porque, además de sistematizar
información relevante sobre los hechos relatados por la persona en situación de
violencia de género y detallar las actuaciones del equipo interviniente, se pueden



incorporar consideraciones, recomendaciones y solicitudes de medidas
administrativas protectorias de los derechos de las personas en situación de
violencia por motivos de género.

En el anexo de este documento se puede acceder a un modelo de informe que
podrá ser utilizado por los equipos interdisciplinarios dispuestos para el
acompañamiento de personas en situación de violencia por motivos de género.

● Registro

Se debe llevar un registro confidencial de las situaciones abordadas y los marcos
de acción acordados y llevados adelante, siempre con el expreso consentimiento
de la persona. Este registro evitará reiterar preguntas revictimizantes. Asimismo,
permitirá la elaboración de informes para el análisis cuantitativo y cualitativo de
las actuaciones emprendidas por los equipos de abordaje.

● Guía de recursos

Una guía de recursos reúne servicios especializados de instituciones sanitarias
(salud integral, salud mental, de consumo problemático), socioeducativas, de
empleo, judiciales, de respuesta habitacional, servicios locales/territoriales que
abordan la temática de género, diversidad, violencias, y dispone de distintas
propuestas como grupos de apoyo, dispositivos de asesoramiento legal,
actividades recreacionales y/o de capacitación y acompañamiento para personas
en situación de violencia.

Contar con un exhaustivo conocimiento y mapeo de los circuitos estatales es
fundamental para construir abordajes integrales y situados frente a situaciones
de violencia por motivos de género. Es necesario crear y fortalecer redes amplias
y heterogéneas que puedan formar parte del circuito de abordaje integral,
ofreciendo distintos servicios que puedan vincularse directa o indirectamente
con la resolución de la problemática.

Se sugiere consultar el Recursero Federal que ofrece el MMGyD. Esta
herramienta contiene información acerca de espacios, organismos, instituciones
y áreas que se dedican a la asistencia y acompañamiento a las mujeres y LGBTI+
que estén atravesando situaciones de violencias por motivos de géneros.

Para consultas visitá:

https://www.argentina.gob.ar/generos/buscador-de-centros-de-atencion-
para-mujeres

https://www.argentina.gob.ar/generos/buscador-de-centros-de-atencion-para-mujeres
https://www.argentina.gob.ar/generos/buscador-de-centros-de-atencion-para-mujeres


4.3. Acciones de prevención de la violencia por motivos de género en el
ámbito laboral

El cambio de paradigma que conlleva el Convenio 190 de la OIT, implica que la
violencia y el acoso laboral por motivos de género son comprendidos en el marco
de patrones de asimetría del poder, constitutivos de la intersección entre el
sistema capitalista y patriarcal. Así, se hace hincapié en los factores sociales u
organizacionales como elementos significativos para la perpetración de la
violencia, y puntualmente, la organización del trabajo. Para desandar ese camino
de normas organizacionales asimétricas y que toleran o propician la desigualdad
de géneros, poniendo las bases para violencias mayores, se torna central el
trabajo de la prevención.

En ese camino, resulta necesario atender a ciertas estrategias para el diseño de
un plan de prevención cualquiera sea el ámbito laboral del que se trate. El plan
deberá comprender:

A. Estrategias de promoción: se sugiere la utilización de materiales gráficos
para difundir información en su organización. Materiales tales como
afiches o folletos que brinden datos acerca de las violencias laborales por
motivos de género.

B. Estrategias formativas: diseño y producción de espacios de formación y
sensibilización cuyos contenidos y estrategias pedagógicas apunten a las
especificidades del lugar de trabajo. En ese sentido, es importante
diferenciar a quiénes irán dirigidas, es decir, lxs destinatarixs: trabajadorx,
funcionarixs y/o empresarixs.

C. Estrategias estatutarias: como estudios de prevalencia de las violencias en
la institución o ámbito laboral del que se trate, evaluación de medidas
contempladas en el protocolo, construcción de reglamentación oficial y
programas  con enfoque de género contemplando el  lenguaje no sexista.

El artículo 9° del Protocolo establece la necesidad de que el área competente en
la materia desarrolle acciones de prevención, concientización, campañas, cursos y
otras instancias de capacitación sobre prevención de la violencia por motivos de
género y el contenido del protocolo.

Desde el MMGyD se definieron líneas de acción con el objetivo de impulsar a los
diferentes organismos a desarrollar propuestas, de acuerdo a un abordaje
situado, que contemplen las características del espacio en el que se van a poner
en práctica.



En ese sentido, se propone la realización de una serie de acciones como:

Impulsar la realización de campañas y cursos para la prevención de la
violencia de género en el ámbito laboral, como así también la difusión del
protocolo.

● Se espera que el área designada en cada organismo pueda coordinar
talleres12 de capacitación y/o sensibilización, destinados al personal del
organismo, para reflexionar sobre el carácter estructural de las violencias
por motivos de género y comprometer a todos los actorxs involucradxs en
el cambio social para la erradicación de la violencia de género13.

● Realizar campañas de difusión con mensajes que apelen a visibilizar
prácticas que generan desigualdades y violencia de género en el ámbito
laboral14.

● Instalar de carteleras con información15, temporarias y/o permanentes, en
espacios de descanso que tengan por objeto la difusión del protocolo, sus
objetivos y el conocimiento de su correcta implementación.

● Producir material gráfico y digital para dar a conocer la existencia de
licencias por violencia de género, requisitos y alcance16.

● Coordinar recorridas y visitas para difundir y orientar sobre cuestiones
relacionadas a la temática de las violencias por motivos de género en el
ámbito laboral. Entregar material informativo con propuestas interactivas
que inviten al involucramiento de lxs trabajadorxs en el abordaje de la
problemática.

Promover acciones de concientización para garantizar respeto, igualdad,
equidad e inclusión con integración en el trato entre todas, todes y todos
lxs trabajadorxs.

16 Para el armado del material informativo ver:
https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/200346/20190118

15 Para armado de difusión ver el protocolo marco para el sector público nacional en el siguiente
link:
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/protocolo_violencias_por_motivos_de_genero_s
p.pdf

14 El MMGyD elaboró materiales gráficos sobre estereotipos de género y masculinidades que
pueden ser consultados en:
https://www.argentina.gob.ar/generos/argentina-unida-contra-las-violencias-de-genero/material
es-descargables

13 Para la elaboración de los contenidos y consulta de bibliografía están disponibles los
contenidos desarrollados por el MMGyD editados por la Editorial Mingeneros:
https://editorial.mingeneros.gob.ar/

12 Se pueden consultar distintas propuestas del MMGyD para talleres en:
https://www.argentina.gob.ar/generos/argentina-unida-contra-las-violencias-de-genero/material
es-descargables

https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/200346/20190118
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/protocolo_violencias_por_motivos_de_genero_sp.pdf
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/protocolo_violencias_por_motivos_de_genero_sp.pdf
https://www.argentina.gob.ar/generos/argentina-unida-contra-las-violencias-de-genero/materiales-descargables
https://www.argentina.gob.ar/generos/argentina-unida-contra-las-violencias-de-genero/materiales-descargables
https://editorial.mingeneros.gob.ar/
https://www.argentina.gob.ar/generos/argentina-unida-contra-las-violencias-de-genero/materiales-descargables
https://www.argentina.gob.ar/generos/argentina-unida-contra-las-violencias-de-genero/materiales-descargables


Al respecto, y para la operativizar estas acciones, se recomienda:

● Promover el diálogo sobre la corresponsabilidad en el trabajo de
cuidado. Las mujeres y LGBTI+ dedican el doble de tiempo al trabajo de
cuidado que sus pares varones. Esto afecta sus trayectorias vitales
disminuyendo el tiempo que le pueden dedicar a desarrollar otros
aspectos de su vida como el laboral, educativo, cultural, entre otros17.

● Incorporar el lenguaje inclusivo. Las palabras pueden invisibilizar
derechos, personas e identidades Es importante promover el uso del
lenguaje inclusivo para contribuir con la labor diaria de favorecer la
construcción de un paradigma que nos  incluya todas, todes y todos18.

● Realizar tareas de investigación estadística, estudios de prevalencia
de las violencias en el ámbito laboral, mediante encuestas u otras
estrategias de relevamiento de información, dentro del organismo o
ámbito laboral del que se trate; el seguimiento y la evaluación de las
medidas contempladas en el Protocolo; la realización de informes de
resultado del monitoreo en función del cumplimiento; la construcción de
reglamentación oficial y programas con enfoque de género contemplando
el lenguaje inclusivo; difundir indicadores de violencia.

● Difundir datos estadísticos con información desagregada por
género, que contenga datos oficiales y de fuentes que se encargan de la
producción conocimiento en cuanto al estado de situación de las
desigualdades y violencias que afectan a las mujeres y LGBTI+.

Desarrollar actividades de capacitación y actualización periódicamente
sobre los contenidos de este protocolo, especialmente dirigidos a las áreas
que realicen la tarea de orientación y asesoramiento, así como a quienes
realicen la tarea de toma de denuncias e investigación de las conductas
alcanzadas por este protocolo.

En este marco se recomienda:

● Promover la formación continua de los equipos de abordaje especializados
que trabajarán en las áreas específicas para contar con personal

18 Para conocer más sobre el tema se sugiere consultar “(Re) Nombrar. Guia para una
comunicación con perspectiva de géneros” publicado por la Editorial Mingeneros del MMGyD:
https://editorial.mingeneros.gob.ar:8080/xmlui/handle/123456789/21

17 Para ampliar la información sobre este tema, se puede consultar el libro “Igualdad en los
cuidados” editado por la Editorial Mingeneros del MMGyD:
https://editorial.mingeneros.gob.ar:8080/xmlui/handle/123456789/18

https://editorial.mingeneros.gob.ar:8080/xmlui/handle/123456789/21
https://editorial.mingeneros.gob.ar:8080/xmlui/handle/123456789/18


capacitado con criterios actualizados de intervención en materia de
asistencia a personas en situación de violencia por motivos de géneros19.

● Se recomienda planificar acciones que pueden institucionalizarse
evitando actividades aisladas y esporádicas. El objetivo es incorporar la
perspectiva de género y diversidad en el ámbito laboral y propiciar:

La elaboración de un esquema de formación y sensibilización
destinado a ingresantes de cada organismo o institución pública sobre la
cual rige el Protocolo. Se trata de una capacitación con contenidos
referidos a las leyes, normativas y contenidos conceptuales y
fundacionales que sustentan la importancia de la existencia del protocolo
dentro del ámbito laboral.

El diseño y concreción de espacios de formación y sensibilización
contínua, con formato de talleres, conferencias, foros, mesas de
discusión, entre otras estrategias de capacitación, cuyos contenidos y
estrategias pedagógicas apunten a las especificidades del rol que cada
uno de los agentes ocupa en la organización, como pueden ser los equipos
técnicos especializados, lxs  trabajadoras/es, lxs funcionarias/os.

Dentro de estos espacios y ámbitos a institucionalizar podemos incluir:

➔ Espacios de comunicación abierta
➔ Mapeos de recursos institucionales, organizacionales, estatales

y/o privadas, que abordan de manera específica o bien que
contemplen acciones que impacten en la problemática referida
a la violencia por motivos de géneros

➔ Instancias de supervisión grupal para el armado del diagnóstico
de situación dentro de la organización y difundir los resultados.

➔ Difusión de información normativa como la existencia de
licencias por violencias de género. Requisitos y alcance.

➔ Promoción de la implementación de lactarios y difundir su
existencia.

➔ Políticas de corresponsabilidad en los cuidados destinadas a
romper con los estereotipos de género que generan

19 Para las actividades de formación se recomienda tener en cuenta la “Guía de herramientas para
la detección de señales tempranas de las violencias por motivos de género” publicada por la
Editorial Mingeneros del MMGyD:
https://editorial.mingeneros.gob.ar:8080/xmlui/handle/123456789/22
Otro material relevante para las capacitaciones es “Masculinidades sin violencias”, también
editado por el sello Mingeneros:
https://editorial.mingeneros.gob.ar:8080/xmlui/handle/123456789/19

https://editorial.mingeneros.gob.ar:8080/xmlui/handle/123456789/22
https://editorial.mingeneros.gob.ar:8080/xmlui/handle/123456789/19


desigualdad, no solo relacionado con el cuidado de la niñez, sino
también considerando otras personas dependientes (personas
adultas mayores o con discapacidad dependiente).

➔ Promoción de políticas sobre el uso del tiempo, como, por
ejemplo: flexibilidad horaria y trabajo a distancia (en este caso
debe acompañarse con campañas que apunten a deconstruir
los estereotipos de género, ya que en el caso de las mujeres
puede reforzar el rol de cuidadora en su hogar).

4.4. Denuncia, investigación, medidas preventivas y sanción

Una denuncia “forma parte de una estrategia que se construye con la persona en
situación de violencia por motivos de género. Esa construcción puede llevar un
tiempo, el necesario para fortalecer su autonomía e iniciar y sostener un proceso
judicial”.

4.4.a  Recepción de la denuncia

Además de la instancia de consultas, el artículo 8 del Protocolo establece que las
personas en situación de violencia laboral por motivos de género podrán realizar
una denuncia administrativa. Para ese fin, se deben seguir los mecanismos
establecidos en cada entidad, jurisdicción u organismo para la tramitación de
denuncias.

En ese marco, se recomienda que cada organismo elabore y difunda material
informativo sobre el proceso para iniciar una denuncia administrativa por
violencia laboral por motivos de género. Debe contener información sobre las
formas procesales o los mecanismos, todas estas instancias tienen que ser
detalladas con claridad.

Por otro lado, se recomienda que el material contenga información clara sobre
otros aspectos del proceso que le permitirán a la persona en situación de
violencia definir si prefiere radicar una denuncia que pueda dar lugar a la
instrucción de un sumario. En particular, para organismos dentro de la
Administración Pública Nacional en los cuales rige el Decreto 467/99,
Reglamento de Investigaciones Administrativas, el material deberá identificar el
nombre completo y el cargo de la autoridad superior que, en función del artículo
41 del Reglamento, dicta el acto administrativo resolviendo la instrucción o no de
un sumario.

Asimismo, debe identificar la autoridad competente que dictará la resolución del
caso bajo el artículo 122 del Reglamento, así como los integrantes del servicio



jurídico permanente que deberán emitir el dictamen previo. Esto podría permitir
que la persona en situación de violencia laboral por motivos de género evalúe si
las mismas autoridades podrían ejercer tales funciones de una manera parcial o
desfavorable a su postura.

Finalmente, el material informativo debe aclarar cómo un sumario administrativo
podría relacionarse con un proceso penal. En particular, advertir claramente la
posibilidad de que, en caso de que la investigación revele información de que se
haya cometido un delito de acción pública contra la persona en situación de
violencia, el/lx instructor/x sumarial tenga la obligación de tomar medidas para
que se efectúe la denuncia del caso ante la autoridad policial o judicial. Por otro
lado, se debe informar sobre los efectos que podrán tener las resoluciones
finales de procesos penales sobre la resolución de un sumario administrativo.
Esto podría permitir que la persona en situación de violencia evalúe los riesgos y
ventajas de realizar una denuncia administrativa, una denuncia penal o ambas.

4.4.b Investigación con perspectiva de género y diversidad

El artículo 8 también establece que en los procesos administrativos debe
garantizarse la confidencialidad, discreción, imparcialidad, celeridad y reserva de
las actuaciones. A fin de cumplir con estos lineamientos, se recomienda que cada
organismo establezca un mecanismo para que el expediente que se genere en el
sistema de Gestión Electrónica de Documentos (GDE) a partir de la denuncia se
denomine “documento reservado”. Esto permitirá asegurar que sólo las
autoridades competentes tengan acceso al documento. El informe del área
competente de consultas, que se elevará con la denuncia, debe contar con el
mismo carácter de documento reservado. En Anexo III, se adjunta el instructivo
para solicitar documentos y trámites con carácter reservado.

Asimismo, a fin de garantizar el principio de imparcialidad, se recomienda que
todo el proceso de investigación sumarial cuente con perspectiva de género y
diversidad en todas las instancias del proceso:

En general, se recomienda que la persona que denuncia sea escuchada
personalmente por quien instruye el sumario, siempre que así lo requiera, y que
su opinión sea tenida en cuenta durante la investigación y por la máxima
autoridad al tomar una definición sobre la instrucción de un sumario.

En procesos sumariales, se recomienda permitir que la persona en situación de
violencia cuente con acompañamiento de su confianza durante cualquier acto,
audiencia o pericia. Por otro lado, en una investigación sumarial se debe evitar



llevar adelante un careo con un/x testigo denunciante, en los términos de los
artículos 90, 91 y 92.

Al momento de valorar la prueba es necesario implementar el principio de amplia
libertad probatoria, ello implica que se deberán tener en cuenta las
circunstancias especiales en las que se desarrollan los hechos de violencia laboral
por motivos de género, en particular la ausencia de testigos de los hechos más
allá de la propia persona denunciante. En ese marco, cobra especial importancia
la declaración testimonial de la persona denunciante.

No se admitirá prueba referida a los antecedentes o conductas de la persona
denunciante que no se encuentre vinculada o no resulte pertinente para
esclarecer el hecho denunciado. Cuando se investiguen hechos de violencia
sexual, el consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta de la
persona denunciante cuando la fuerza, la amenaza, la coacción o el
aprovechamiento coercitivo del entorno haya impedido brindar un genuino
consentimiento. Tampoco se podrá investigar, producir prueba o realizar
interrogatorios dirigidos a indagar acerca del pasado sexual de quien presentó la
denuncia, o aspectos de su vida privada que no tengan vinculación con los
hechos investigados.

Cuando se ordene la realización de informes médicos, psicológicos y psiquiátricos
sobre la persona denunciante, se deberá contar con su consentimiento
informado. De no contar con su consentimiento, en ningún caso se debe servir
de esa circunstancia para desacreditar sus dichos o impedir la investigación.

Se recomienda permitir que la persona denunciante cuente con acompañamiento
de su confianza o del área de consultas durante un proceso sumarial cuando se
llama a la persona a ratificar la denuncia administrativa.

Se recomienda que, si la máxima autoridad del organismo se ve obligadx a
realizar una denuncia penal en función de lo dispuesto en el Reglamento de
Investigaciones Administrativas u otra norma procesal específica del organismo,
se le informe al área de consultas de esta obligación y de la denuncia realizada.
En ese marco, se recomienda que, ante una denuncia penal obligatoria, el área de
consultas le informe a la persona denunciante de lo sucedido y le brinde
asesoramiento y acompañamiento a la persona durante el proceso penal, si así lo
requiera.

Al momento de dictar una resolución del caso y disponer una sanción se
recomienda que, al evaluar la gravedad de la falta se considerará el tipo de
violencia ejercida y su intensidad, duración y frecuencia. Asimismo, si bien no



será necesario contar con una relación jerárquica para encontrar que existe un
hecho de violencia laboral por motivos de género, se recomienda que, al
momento de definir una sanción, la función de la persona denunciada agrava los
hechos cuando entre ésta y la persona en situación de violencia existe una
relación de superioridad jerárquica. Finalmente, se recomienda que si en un
proceso sumarial, existiera, por parte de la máxima autoridad, un apartamiento
de las recomendaciones establecidas en el informe final de el/lx instructor/x
sumarial, tal decisión sea fundamentada.

4.4.c Medidas preventivas

El artículo 10 del Protocolo establece lo siguiente:

La persona en situación de violencia por motivos de género que realice consulta
y/o denuncia, podrá solicitar la modificación del lugar y/u horario de prestación
de servicio, a fin de resguardar su integridad física y/o psicológica y/o la de su
círculo de confianza. El área de Recursos Humanos del organismo
correspondiente deberá actuar de forma ágil y expeditiva, a fin de dar respuesta
a la solicitud cursada, teniendo en consideración los principios rectores de este
Protocolo, debiendo arbitrar los medios necesarios a fin de que la persona
requirente no vea afectada su carrera laboral con motivo de dicho pedido.
Cuando la persona requirente comparta lugar de trabajo con la persona
denunciada, se arbitrarán todos los medios necesarios a fin de que dichas
modificaciones puedan aplicarse sobre ésta última, salvo pedido expreso de la
persona requirente.

En principio, este artículo prevé la solicitud de medidas por fuera de un proceso
de denuncia formal que pudiera derivar en la instrucción de un sumario. Por ello,
en un proceso llevado adelante por fuera de una investigación sumarial, será
importante asegurar que las medidas que se adopten con respecto al agresor no
constituyan medidas disciplinarias, ya que estas deben imponerse únicamente
por las causas contempladas en las condiciones que se establecen en la Ley N°
25.164 (en el caso de la Administración Pública Nacional). Por otro lado, los
traslados y suspensiones de agresores se podrán imponer únicamente a partir de
un proceso sumarial. En caso de que la persona en situación de violencia requiera
de una medida que, al constituir una forma de disciplina, no puede dictarse
directamente desde el área de Recursos Humanos, ni tampoco esté disponible en
el marco de una investigación sumarial, podrá recurrir a la justicia para solicitarla.

Para las medidas que se dispondrán directamente desde el área de Recursos
Humanos, se recomienda que cada área de consultas establezca un proceso para
presentar una solicitud de medidas de protección al área de Recursos Humanos.



En ese marco, el área de consultas podrá presentar, cuando la situación revista
gravedad y requiera de la adopción de medidas urgentes, un informe detallado
respecto de las medidas de protección solicitadas. Se recomienda que el área de
Recursos Humanos disponga la medida solicitada siempre que el informe del
área de consultas detalle la verosimilitud de los hechos denunciados y las
razones que justifican la necesidad de adoptar las medidas preventivas en el
caso.

Cuando, mediante el informe del área de consultas, se solicite una medida que
afecte al agresor, se recomienda que el área de Recursos Humanos evalúe la
gravedad y la urgencia de la aplicación en función de los siguientes factores:

1. La naturaleza de los hechos denunciados:

a) Grado de violencia del o los incidentes.
b) Duración y frecuencia del o los incidentes.
c) Si el trato discriminatorio u hostigamiento es ambiental, verbal, físico o
sexual.

2. Las relaciones de poder entre quien denuncia y la persona denunciada:

a) Si hay o no abuso de autoridad.
b) La posición de la parte supuestamente afectada (edad, nivel de
experiencia, posición en la institución, entre otros).

En caso de que la persona en situación de violencia solicite el traslado del
agresor o la suspensión provisoria de sus funciones, el área de consultas deberá
informarle a la persona consultante que tales medidas sólo se podrán disponer
en el marco de un proceso sumarial. En ese proceso, se recomienda que la
autoridad competente de la investigación sumarial interprete los artículos 53 y
54 del Reglamento de Investigaciones Administrativas para la Administración
Pública Nacional a la luz de los estándares de la Ley N°26.485. En particular, el
artículo 30 de esa ley establece que, en todo proceso judicial o administrativo por
un hecho de violencia por motivos de género, “el/la l/la juez/a tendrá amplias
facultades para ordenar e impulsar el proceso, pudiendo disponer las medidas
que fueren necesarias para indagar los sucesos, ubicar el paradero del presunto
agresor, y proteger a quienes corran el riesgo de padecer nuevos actos de
violencia, rigiendo el principio de obtención de la verdad material”. En ese
entendimiento, la competencia de el/lx instructor/x sumarial para disponer un
traslado o para suspender al agresor provisoriamente debe tener en cuenta las
dificultades que genera para el esclarecimiento del hecho denunciado que la



persona en situación de violencia se encuentre expuesta al riesgo de padecer
nuevos hechos de violencia por parte del agresor.

Finalmente, si la persona en situación de violencia de género realiza una
denuncia judicial por la situación, es posible que el/lx juez/x interviniente
disponga medidas de protección que deberán ser respetadas y acatadas también
en el lugar de trabajo en caso de que corresponda.

La Ley N° 26. 485 prevé las siguientes medidas de protección para
las personas en situación de violencia por motivos de género (que
pueden ser adoptadas en cualquier fuero, sea civil, penal, laboral):

● Prohibición de acercamiento del presunto agresor al lugar de residencia,
trabajo, estudio, esparcimiento o a los lugares de habitual concurrencia de
la persona que se encuentra en situación de violencia.

● Restitución inmediata de los efectos personales, si la persona se ha visto
privada de los mismos (en el caso de que haya tenido que abandonar su
lugar de residencia y hayan quedado sus objetos personales allí, por
ejemplo, ropas, instrumentos de trabajo, documentación personal, y todo
lo que necesite para poder vivir).

● Ordenar a la fuerza pública el acompañamiento de la persona en situación
de violencia, a su domicilio para retirar sus efectos personales.

● Prohibir al presunto agresor la compra y tenencia de armas, y ordenar el
secuestro de las que estuvieran en su posesión.

● Medidas de seguridad en el domicilio de la persona (Consigna Policial,
rondines).

● Prohibir al presunto agresor enajenar, disponer, destruir, ocultar o
trasladar bienes gananciales de la sociedad conyugal o los comunes de la
pareja conviviente.

● Exclusión de la parte agresora de la residencia común,
independientemente de la titularidad de la misma.

● Reintegro al domicilio de la persona si ésta se había retirado, previa
exclusión de la vivienda del presunto agresor.

● Cuota alimentaria provisoria.
● Suspensión provisoria del régimen de visitas.
● Ordenar al presunto agresor abstenerse de interferir, de cualquier forma,

en el ejercicio de la guarda, crianza y educación de lxs hijxs.
● Disponer el inventario de los bienes gananciales de la sociedad conyugal y

de los bienes propios de quien ejerce y padece violencia. En los casos de
las parejas convivientes se dispondrá el inventario de los bienes de cada
uno.



● Otorgar el uso exclusivo a la persona que se encuentra en situación de
violencia, por el período que estime conveniente, del mobiliario de la casa.

● En caso que la persona en situación de violencia fuere menor de edad,
el/lx juez/x, mediante resolución fundada y teniendo en cuenta la opinión
y el derecho a ser oída del niño, niña o de la adolescente, puede otorgar la
guarda a un miembro de su grupo familiar, por consanguinidad o afinidad,
o con otros miembros de la familia ampliada o de la comunidad.

● Otras medidas necesarias para garantizar la seguridad de la persona que
se encuentra en situación de violencia, hacer cesar la situación de
violencia y evitar la repetición de todo acto de perturbación o
intimidación, agresión y maltrato.

4.4.d Represalias

El artículo 12 del Protocolo establece que:

La máxima autoridad de cada organismo, velará por que los y las
superiores de la persona denunciante, no dispongan medidas que
puedan perjudicar de cualquier modo a aquella. Cualquier medida o
conducta que la perjudique en razón de haber hecho la denuncia se
considerará un hecho de violencia por motivos de género en el mundo
del trabajo, de acuerdo a la normativa descripta en el Artículo 2 del
presente Protocolo.

La represalia consiste en una acción por parte de lxs superiores de la persona
denunciante que perjudica a esx trabajadorx, y que haya sido tomada como
consecuencia de un accionar de la persona denunciante en pos de garantizar su
derecho al trabajo en condiciones libres de violencia por motivos de género.
Estas acciones suelen tener efecto de disuadir a la persona en situación de
violencia de denunciar los hechos de violencia. Sin embargo, resulta importante
destacar que los actos del/lx superior pueden constituir una represalia aún si, a
pesar de ello, la persona decide avanzar en denunciar o visibilizar la situación.

Las acciones adversas del/lx superior pueden incluir, entre otras:

● Amenazas, advertencias o retos vinculados al trabajo.
● Medidas disciplinarias injustificadas.
● Restricción en permisos, licencias, horarios, horas extras, salario.
● Calificaciones negativas o peores que en períodos anteriores sin

justificación.
● Traslados no solicitados a espacios de trabajo o tareas menos valoradas

por la persona.



● Informes falsos a los medios sobre la persona.
● Denuncias legales falsas contra la persona.
● Mayor grado de supervisión cotidiana hacia la persona.
● Remover sus responsabilidades de supervisión.
● Acciones adversas (como medidas disciplinarias o despidos) contra

integrantes de la familia de la persona.
● Trato vejatorio delante de otras personas en el trabajo.
● Negar el acceso a la capacitación.
● Daño o sabotaje en la tarea de la persona.
● Desvalorización cotidiana de su tarea.
● Formas de intimidación, como llamados al domicilio particular de la

persona.

Los hechos que motivan al/lx superior a tomar tal medida pueden incluir diversas
acciones por parte de la persona en situación de violencia. Estas incluyen:

● Visibilizar haber padecido una situación de violencia en el trabajo o
socializar información sobre el hecho con otrxs compañerxs de trabajo.

● Realizar una denuncia administrativa o judicial.
● Amenazar con quejarse o denunciar una situación de violencia.
● Hablar con compañerxs de trabajo para reunir prueba de un hecho de

violencia laboral por motivos de género.
● Oponerse a, o incumplir, una orden de un/x superior que la persona cree

que constituye un acto discriminatorio o de violencia por motivos de
género.

● Solicitar medidas de protección en el marco de un proceso de
investigación o consulta.

● Participar como testigo en un proceso judicial o administrativo de
investigación de hechos de violencia laboral por motivos de género.

● Resistir avances sexuales no-consentidos.
● Intervenir ante situaciones de acoso sexual de otrxs.
● Quejarse de brechas salariales discriminatorias.

En algunos casos, puede ser difícil comprobar que un acto perjudicial hacia la
persona en situación de violencia se realizó como consecuencia de algunas de
estas acciones. Se recomienda que ante un informe del área de consultas que
demuestre una situación de violencia laboral por motivos de género de base
(denunciada o no), se presuma que cualquier acto por parte de un/x superior que
perjudique a la persona en situación de violencia dentro de los 6 meses luego de
acercarse al área de consultas, o de los 6 meses luego de atravesar la situación
de violencia, constituye una represalia.



Finalmente, al definir que todo acto de represalia constituye, también, un hecho
de violencia laboral por motivos de género, el Protocolo habilita a la persona en
situación de violencia a recurrir al mismo circuito de consulta y denuncia que se
establece para el resto de los hechos de esta índole.

Por todo dicho, el Protocolo marco para el abordaje de las violencias por motivos
de género en el Sector Público Nacional establece un:

● Enfoque inclusivo: propone un alcance amplio de la protección, sobre la
base de que toda persona tiene derecho a trabajar en un ámbito laboral
libre de violencias de género y acoso. El enfoque también tiene en cuenta
que ciertos grupos se ven afectados desproporcionadamente por la
violencia y el acoso, y que lxs trabajadorxs y otras personas que se
desempeñan en sectores, ocupaciones y modalidades de trabajo
específicos están más expuestxs. Es preciso proporcionar información,
herramientas y materiales de formación en formatos accesibles.

● Enfoque integrado. Para prevenir y eliminar las violencias de género y el
acoso en el mundo del trabajo, es necesario abordarlos en todos los
ámbitos, inclusive a través de la legislación y las políticas relativas al
trabajo, la igualdad y la no discriminación, la seguridad y la salud en el
trabajo, la migración y el ámbito penal, así como a través de la negociación
colectiva.

● Enfoque con perspectiva de género y diversidad: mujeres y LGBTI+
son particularmente vulnerables a las violencias de género y el acoso en el
mundo del trabajo. Las medidas deben tener esto en cuenta y abordar las
causas subyacentes conexas, como las formas múltiples e
interrelacionadas de desigualdades de género, los estereotipos de género
y las normas sociales y culturales que sustentan y reproducen la violencia
de género y el acoso. También es preciso adoptar medidas, según proceda,
para mitigar el impacto de la violencia doméstica en el mundo del
trabajo20.

5.  Violencia doméstica

5.1. ¿Qué es la violencia doméstica?

Conforme la Ley N° 26.485, Ley de protección integral para prevenir, sancionar y
erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus

20 El Convenio núm. 190 y la Recomendación núm.206 en pocas palabras. Organización
Internacional del Trabajo. En:
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---dgreports/---gender/documents/briefingnote/wcm
s_740224.pdf

https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---dgreports/---gender/documents/briefingnote/wcms_740224.pdf
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---dgreports/---gender/documents/briefingnote/wcms_740224.pdf


relaciones interpersonales, en su artículo 6º, inciso a), refiere que la violencia
doméstica contra las mujeres, es aquella ejercida por un integrante del grupo
familiar, independientemente del espacio físico donde ésta ocurra, que dañe la
dignidad, el bienestar, la integridad física, psicológica, sexual, económica o
patrimonial, la libertad, comprendiendo la libertad reproductiva y el derecho al
pleno desarrollo de las mujeres. Se entiende por grupo familiar el originado en el
parentesco sea por consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones de
hecho y las parejas o noviazgos. Incluye las relaciones vigentes o finalizadas, no
siendo requisito la convivencia.

Según los datos que brinda Naciones Unidas, la violencia doméstica hacia las
mujeres afecta a 1 de cada 3 mujeres a nivel global21. En Argentina es la que
nuclea la mayor cantidad de consultas registradas tanto por la Línea 144. En este
punto es importante señalar que la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (CIDH) precisó que los estándares en materia de violencia de género
comprenden a su vez la protección de LGBTI+, aunque la orientación sexual y la
identidad de género no estén expresamente incluidas en la Convención de Belém
do Pará22.

A fin de contextualizar la violencia doméstica, es importante tener presente que
en las relaciones de pareja se expresan con mayor fuerza los roles de género
desiguales que rigen nuestra cultura. Dentro de las familias, la desigualdad en la
distribución del trabajo de cuidado es un ejemplo de cómo operan los mandatos
culturales y los roles de género que recaen sobre mujeres y LGBTI+.

La independencia económica es la capacidad de las mujeres y LGBTI+ de generar
ingresos y recursos propios a partir del acceso al trabajo remunerado en igualdad
de condiciones. Se inserta en uno de los nudos más relevantes para transformar
la estructura que reproduce la desigualdad, dominación y violencia23. De allí la
importancia en el acompañamiento que se pueda dar en el ámbito del trabajo, a
mujeres y LGBTI+ que atraviesan situaciones de violencia doméstica para que
permanezcan en el ámbito del trabajo y conserven sus ingresos.

5.2. Mitigar el impacto de la violencia doméstica en el ámbito del trabajo

23 Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad. Plan Nacional de Acción Contra las Violencias
por Motivos de Género 2020-2022. Disponible en:
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/plan_nacional_de_accion_2020_202 2.pdf

22 CIDH, “Violencia Contra Personas Lesbianas, Gays, Bisexuales, Trans e Intersex en América”,
OAS/Ser.L/V/II.rev.2 Doc. 36, 12 de noviembre 2015, párr. 52)

21 Gherardi, Natalia y Maia Krichevsky. “La violencia no es negocio. Guía para prevenir y erradicar
la violencia doméstica de los lugares de empleo”. ELA-Equipo Latinoamericano de Justicia y
Género, 2017.



El Convenio 190 de la OIT en su artículo 10 (f) establece que los Estados deberán
adoptar medidas apropiadas para reconocer los efectos de la violencia doméstica
y, en la medida en que sea razonable y factible, mitigar su impacto en el mundo
del trabajo.

En este sentido, es importante destacar los efectos e impactos que tiene la
violencia doméstica en el mundo del trabajo:

A efectos de poder intervenir en situaciones de violencia doméstica, resulta
necesario identificarla24:

Violencia física

● Golpes, empujones, patadas
● Arrojar objetos
● Inmovilizar a la persona
● Generar daños en el cuerpo

Violencia psicológica

● Insultos, humillaciones, descalificación
● Acciones de hostigamiento, búsqueda de control sobre las acciones y

decisiones de la mujer
● Aísla a la persona de sus vínculos familiares y sociales
● Manifiesta celos desmedidos
● Ejerce manipulación

24 Gherardi,op cit.



● Acciones para disminuir la autoestima de la mujer

Violencia sexual

● Toca y manosea a la mujer, generando contactos indeseados
● Obliga a tener sexo y/o a realizar prácticas no deseadas, aún dentro del

matrimonio o parejas
● Restringe las decisiones sexuales y reproductivas de la mujer, incluyendo

el control sobre la decisión de usar métodos anticonceptivos
Violencia económica:

● Apropiación y control sobre el dinero y los bienes de la persona
● Sustracción de bienes personales, documentos u objetos de valor
● Limita el control del dinero de la persona a un ingreso mínimo

indispensable para necesidades básicas.

Daño psicológico:

● Afecta la autoestima y erosiona la confianza propia, generando
inseguridad, miedo, vergüenza, parálisis.

● Produce angustia, irritabilidad, depresión, aislamiento.

Daño físico:

● Heridas, quemaduras, luxación, quebraduras, disfunción sexual, abortos
espontáneos, partos prematuros, embarazos no deseados.

● Trastornos alimentarios, estrés, incapacidad temporaria o permanente,
mayor incidencia de enfermedades.

Daño vincular:

● Deterioro o pérdida de lazos familiares y afectivos
● Dificulta la inserción y/o la continuidad laboral.
● Dificulta la continuidad educativa
● Perjudica el desarrollo psicosocial de niños, niñas y adolescentes en

entornos violentos.

5.3. ¿Qué hacer desde el Sector Público Nacional frente a la violencia
doméstica?

El Protocolo marco para el abordaje de las violencias por motivos de género en el
Sector Público Nacional, en el artículo 3 refiere que:

Asimismo, las personas que están vinculadas laboralmente al Sector Público



Nacional y que se encuentren atravesando una situación de violencia por motivos
de género por fuera del ámbito laboral, contarán con el acompañamiento del
organismo en el que trabajen.

Este artículo, leído a la luz de los principios y ejes en el abordaje integral de las
violencias por motivos de género, nos permite pensar en distintas medidas, entre
ellas:

- Asesorar, acompañar y contener e incluso implementar medidas de
seguridad cuando el caso lo requiera, teniendo en cuenta, además, que la
persona agresora en el ámbito doméstico puede también compartir el
espacio laboral con la persona en situación de violencia.

- Generar contactos con recursos locales que puedan ser de asistencia.
- Sensibilizar a sus compañerxs para evitar ser objeto de comentarios y/o

actitudes estigmatizantes o revictimizantxs, contando a estos efectos con
las acciones de prevención detalladas en el punto 3.

Para el desarrollo de estas tareas, aplica la información incorporada en el punto 3
de estos Lineamientos al referir a las acciones de acompañamiento, orientación y
asesoramiento, así como prevención.

Asimismo, dentro de las formas de mitigar y acompañar la violencia doméstica
en el ámbito del Sector Público Nacional se encuentra la posibilidad de gozar de
licencia por violencia de género, así como adoptar criterios de flexibilidad horaria
que permitan a la persona la asistencia a turnos de profesionales en virtud de la
situación de violencia como audiencias, pericias u otras diligencias o instancias
administrativas o judiciales (artículo 14 del Protocolo).

5.4. Licencia por violencia de género

La licencia por violencia de género es una medida de carácter protectorio que se
otorga a lxs trabajadorxs -previa solicitud -, frente a una situación de violencia
por motivos de género. Estas licencias le permiten a la persona suspender
temporalmente la obligación de trabajar conservando intacto su derecho al cobro
del salario hasta su reingreso, evitando así una actitud expulsiva, apuntando a
acompañar de manera integral a lxs trabajadorxs que se encuentren atravesando
violencia por motivos de géneros.

El tiempo que admite la licencia suele ser necesario para tomar la distancia
operativa imprescindible para reordenar tanto los sentimientos respecto lo
vivido, como ocuparse de trámites administrativos y/o judiciales y/o atenciones



médicas y terapéuticas que pueda tener la persona a raíz de la situación de
violencia por motivos de género vivida. Así como todo lo vinculado al
reordenamiento de las tareas de cuidado que dependan de la persona afectada.

En este sentido, en el ámbito de la Administración Pública Nacional, mediante el
Decreto 214/2006, se establece:

Artículo 147 bis.- LICENCIA POR VIOLENCIA DE GÉNERO.

La licencia laboral por violencia de género será otorgada con goce
íntegro de haberes y por un plazo de hasta QUINCE (15) días corridos
por año. Dicha licencia podrá prorrogarse por igual período por única
vez, cuando se acredite la persistencia del motivo que justificó su
otorgamiento. Para el otorgamiento de la licencia el agente deberá
presentar constancia de la denuncia policial o judicial debiendo el
organismo empleador preservar el derecho a la intimidad de la
víctima.

Cuando el agente lo requiera, podrá modificarse el lugar y/o horario de
prestación de servicio, y, en caso de compartir lugar de trabajo con el
victimario/a, se arbitrarán todos los medios necesarios a fin de que
dichas modificaciones puedan aplicarse sobre este último.

El uso de la licencia por violencia de género no afectará la
remuneración que corresponda abonar al agente, ni eliminará ni
compensará aquellas otras licencias a las que el mismo tenga derecho
a usufructuar según la legislación vigente.

Con el objetivo de brindar acompañamiento a quien sufra violencia
intrafamiliar y/o doméstica, el Estado Empleador y las Entidades
Sindicales signatarias del presente Convenio Colectivo de Trabajo
General, elaborarán a través de la Comisión de Igualdad de
Oportunidades y de Trato (CIOT Central) un Protocolo de Actuación e
Implementación de la Licencia por Violencia de Género. Dicha
Comisión, a su vez, podrá requerir información con fines estadísticos a
las Áreas encargadas de receptar las solicitudes· de licencia) por
violencia de género de cada jurisdicción comprendida en el ámbito de
aplicación del presente Convenio, respetando éstas últimas el derecho
a la intimidad de los agentes denunciantes.

La presente licencia alcanzará a todo el personal en relación de
dependencia laboral con las jurisdicciones u organismos
comprendidos en el presente Convenio Colectivo de Trabajo General.



Artículo incorporado por Cláusula Primera del Anexo
(IF-2018-62091483-APN-MPYT) del Decreto N° 1086/2018 B.O.
03/12/2018.

En el marco de este reconocimiento, tomar la licencia por violencia de género
implica acceder a un período de suspensión del vínculo laboral por un lapso de 15
días corridos, período que podrá prorrogarse por la misma cantidad de días por
única vez, con goce de haberes y sin afectación de otros derechos como el
tiempo de trabajo a efectos previsionales.

A fin de poder acceder al goce de la licencia, el Decreto establece como requisito
presentar copia de denuncia policial o judicial, situación que debe revisarse a la
luz de nuevos estándares que refieren a la amplitud probatoria en las situaciones
de violencia por motivos de género (artículo 31 Ley N° 26.485), así como moverse
del modelo de abordaje estatal que se centró en la denuncia individual en sede
policial y/o judicial como mecanismo privilegiado, para reconocer otras
estrategias posibles.

5.5. Reconocimiento de la licencia por violencia de género en el Protocolo
Marco - Estándares probatorios

El Protocolo marco para el abordaje de las violencias por motivos de género en el
sector público nacional promueve que los organismos que no tengan licencia por
violencia de género la adopten estableciendo estándares para la acreditación de
situaciones de violencia de género que remiten al principio de amplitud
probatoria. En este sentido, se establece que se puede acreditar la existencia de
violencia por motivos de género, de la siguiente manera:

● Informe de intervención al que refiere el artículo 7 inciso A).
● Informe de servicios sociales.
● Informe de organismos especializados.
● Orden de protección o cualquier otra resolución judicial que acuerde

una medida cautelar a favor de la persona afectada.
● Denuncia ante sede judicial o policial.
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7. Anexos

7.1. Anexo I

PROTOCOLO MARCO PARA EL ABORDAJE DE LAS VIOLENCIAS POR
MOTIVOS DE GÉNERO EN EL SECTOR PÚBLICO NACIONAL

ARTÍCULO 1. OBJETO. El presente protocolo tiene por objeto promover ámbitos
y relaciones laborales libres de violencias y discriminaciones por motivos de
género, mediante acciones de prevención, orientación, asesoramiento y abordaje
integral de la violencia y acoso laboral por motivos de género para el personal
que se desempeña en el ámbito del Sector Público Nacional, propiciando la
tramitación de actuaciones administrativas en los casos que correspondiere.

ARTÍCULO 2. MARCO NORMATIVO. El marco normativo por el que se rige el
presente Protocolo es la Ley N° 26.485 de Protección Integral de las Mujeres,
reglamentada por el Decreto N°1.011/2010, la Ley N° 26.743 de Identidad de
Género, Ley 23.592 de Actos Discriminatorios y la Ley N° 27.499 de Capacitación
Obligatoria en Género para todas las Personas que Integran los Tres Poderes del
Estado, el Decreto 721/2020 de Cupo Laboral en el Sector Público Nacional de
personas Travesti, Trans y Transgenero y los instrumentos internacionales
ratificados por el Estado Argentino que protegen el derecho fundamental a la
igualdad de trato y el derecho a no ser discriminadx y forman parte de nuestro
bloque de constitucionalidad, entre ellos: Constitución Nacional (arts. 14 bis, 16,
33, art. 75 inc. 22), art. II de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del
Hombre, Preámbulo, art.2, art.7 y 23 de la Declaración Universal de Derechos
Humanos, arts. 1 y 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto
de San José de Costa Rica), arts. 2, 7 y 8 del Pacto Internacional de Derechos
Económicos Sociales y Culturales, arts. 2, 3, 22 y 26 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, arts. 1 y 5 de la Convención Internacional sobre la
Eliminación de todas las formas de Discriminación racial, arts. 1, 11 y 13 de la
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la
Mujer y la Convención de los derechos del Niño.- La Convención de Belén do Pará
(art. 2) y los Convenios de la OIT, Convenio N° 111 OIT y Convenio N° 190 OIT.

ARTÍCULO 3. PERSONAS ALCANZADAS. Este Protocolo regirá para todas las
personas que están vinculadas laboralmente al Sector Público Nacional, con
independencia de su situación de revista, cargo, función, modalidad de
contratación o antigüedad. La aplicación del presente Protocolo deberá
adaptarse conforme las normas de negociación colectiva y los convenios de
trabajo vigentes, según el tipo de entidad de que se trate. Asimismo, las



personas que están vinculadas laboralmente al Sector Público Nacional y que se
encuentren atravesando una situación de violencia por motivos de género por
fuera del ámbito laboral, contarán con el acompañamiento del organismo en el
que trabajen.

ARTÍCULO 4. DEFINICIÓN DE VIOLENCIA Y ACOSO POR MOTIVOS DE
GÉNERO EN EL ÁMBITO LABORAL. Se consideran hechos de violencia y acoso
por motivos de género en el ámbito laboral: toda conducta, acción u omisión,
que, de manera directa o indirecta, por cualquier medio, tanto en el ámbito
público como en el privado –dentro de las relaciones laborales-, basada en una
relación desigual de poder, afecte la vida, libertad, dignidad, integridad física,
psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así, la seguridad personal y/o
carrera laboral de mujeres y LGTBI+. Quedan incluidas, los tipos y modalidades
de violencia de género, de conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 26.485 y
con los alcances de la Ley N° 26.743.

ARTÍCULO 5. PRINCIPIOS RECTORES. El abordaje ante situaciones de
violencia por motivos de género se regirá por los siguientes principios: a) Escucha
activa y empática por parte de quien recibe las consultas, adoptando una actitud
receptiva, sin críticas ni prejuicios, que favorezca la comunicación por parte de
quien consulta, así como su participación en las decisiones para el diseño de una
estrategia de intervención y acompañamiento. b) Confidencialidad y respeto. La
persona que efectúe una consulta o presente una denuncia en sede
administrativa, será tratada con respeto y confidencialidad, debiendo ser
escuchada en su exposición sin menoscabo de su dignidad y sin intromisión en
aspectos que resulten irrelevantes para el conocimiento de los hechos. En todo
momento se deberá respetar la confidencialidad de los datos que manifieste
querer mantener en reserva. c) No revictimización. Se evitará la reiteración
innecesaria del relato de los hechos, como también de la exposición pública de la
persona denunciante y/o de los datos que permiten identificarla. d) Contención y
orientación. La persona afectada será orientada de manera gratuita, en todo
trámite posterior a la consulta, realización de la denuncia administrativa, así
como respecto del procedimiento que pudiera seguir a dicha denuncia, de las
acciones legales que tiene derecho a emprender y medidas preventivas que
puede solicitar. e) Acceso a la información. Las personas que efectúen una
consulta o presenten una denuncia tienen derecho a recibir información acerca
del estado de las actuaciones, de las medidas adoptadas y de la evolución del
proceso.

ARTÍCULO 6. DE LAS ÁREAS COMPETENTES.



Se deberá disponer de un equipo de orientación, un área de género y/o un área
con competencia en la materia, con el objeto de brindar asesoramiento, atender
las consultas y realizar derivaciones relativas a las situaciones abordadas por el
presente protocolo. Quienes cumplan ese rol deberán regirse por los principios
establecidos en el Artículo 5° del presente Protocolo. El Ministerio de las Mujeres,
Géneros y Diversidad capacitará a los equipos de orientación, estableciendo
lineamientos generales en materia de asistencia a personas en situación de
violencia por motivos de género y ofreciendo herramientas y materiales de
formación para los equipos. Todos/as los/as trabajadores/as del Sector Público
Nacional deberán ser debidamente informados de la existencia y forma de
contacto de los equipos de orientación en funcionamiento en el organismo
donde se desempeñe laboralmente, y de los procedimientos y canales habilitados
para entrar en contacto con los mismos.

ARTÍCULO 7. RECEPCIÓN DE CONSULTAS- INSTANCIA DE
ASESORAMIENTO Y PRIMERA ESCUCHA. - Instancia de consultas y
orientación. Los equipos mencionados en el art. 6 recibirán las consultas de
aquellas personas que requieran asesoramiento u orientación como
consecuencia de atravesar situaciones de violencia de género, de conformidad
con los artículos 3 y 4 del presente protocolo. En ese marco, se deberá: a) Brindar
asistencia de primera escucha, respetando y garantizando los principios rectores
mencionados en el Artículo 5 del presente Protocolo. b) Analizar la consulta
recibida y de acuerdo a la información brindada, realizar un informe, en el que se
expongan los hechos más relevantes, la valoración de los derechos afectados, la
asesoría brindada, y los mecanismos de protección pertinentes, así como
cualquier otra sugerencia que se considere adecuada. c) El informe será elevado a
la máxima autoridad del organismo en el que reviste la persona en situación de
violencia por motivos de género, siempre que así lo solicite o preste su
conformidad para hacerlo, a fin de evaluar la posible tramitación de actuaciones
administrativas y/o investigaciones sumariales que correspondieren. d) Se llevará
un registro de las consultas recibidas y semestralmente se elaborará un informe
de carácter estadístico.

ARTÍCULO 8. INSTANCIA DE DENUNCIAS ADMINISTRATIVAS. A los fines de
la recepción y posterior tramitación de la denuncia sobre situaciones de violencia
por motivos de género en el ámbito laboral, se seguirán los mecanismos
establecidos en cada entidad, jurisdicción u organismo. En todos los procesos
administrativos debe garantizarse la confidencialidad, discreción, imparcialidad,
celeridad y reserva de las actuaciones, e impulsar su tratamiento y resolución por
la autoridad administrativa competente. Asimismo, regirá el principio de amplitud
probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las



circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia,
conforme lo establece la Ley 26.485. En caso que la persona denunciante, haya
solicitado orientación en forma previa, la denuncia será elevada junto con el
informe mencionado en el Artículo 7, A), elaborado por el equipo que realiza
asesoramiento y primera escucha.

ARTÍCULO 9: ACCIONES DE PREVENCIÓN. DIFUSIÓN. Cada organismo
establecerá el área competente para la realización de acciones de prevención, la
que deberá: a) Impulsar la realización de campañas y cursos para la prevención
de la violencia de género, como así también la difusión del presente protocolo. b)
Promover acciones de concientización mediante la difusión adecuada para
garantizar respeto, igualdad, equidad, no discriminación e inclusión con
integración en el trato entre los y las trabajadoras en el ámbito de la entidad,
jurisdicción u organismo. c) Generar acciones de información periódicas y
continuas sobre la problemática referida a la violencia de género, mediante la
utilización de carteleras, boletines electrónicos, intranet, y todo otro medio o
instrumento idóneo a los fines de que se trata. d) Desarrollar actividades de
capacitación y actualización periódicamente sobre los contenidos de este
protocolo, especialmente dirigidos a las áreas que realicen la tarea de orientación
y asesoramiento, así como quienes realicen la tarea de toma de denuncia e
investigación de las conductas alcanzadas por este protocolo. El Ministerio de las
Mujeres, Géneros y Diversidad asistirá a los organismos del Sector Público
Nacional para la elaboración de materiales comunes de difusión y herramientas
de capacitación y prevención de la violencia por motivos de género.

ARTÍCULO 10: MEDIDAS PREVENTIVAS. La persona en situación de violencia
por motivos de género que realice consulta y/o denuncia, podrá solicitar la
modificación del lugar y/u horario de prestación de servicio, a fin de resguardar
su integridad física y/o psicológica y/o la de su círculo de confianza. El área de
Recursos Humanos del organismo correspondiente deberá actuar de forma ágil y
expeditiva, a fin de dar respuesta a la solicitud cursada, teniendo en
consideración los principios rectores de este Protocolo, debiendo arbitrar los
medios necesarios a fin de que la persona requirente no vea afectada su carrera
laboral con motivo de dicho pedido. Cuando la persona requirente comparta
lugar de trabajo con la persona denunciada, se arbitrarán todos los medios
necesarios a fin de que dichas modificaciones puedan aplicarse sobre ésta última,
salvo pedido expreso de la persona requirente.

ARTÍCULO 11: APLICACIÓN DE SANCIONES.



Todo hecho de violencia y acoso por motivos de género en el mundo del trabajo
implica una violación a la normativa descripta en el Artículo 2 del presente
Protocolo, que dará lugar a su investigación y sanción en caso de corresponder.
En función del resultado de la investigación realizada en consecuencia, la máxima
autoridad debe garantizar la aplicación de medidas disciplinarias proporcionales a
la falta cometida.

ARTÍCULO 12: PROTECCIÓN CONTRA LAS REPRESALIAS. La máxima
autoridad de cada organismo, velará por que los y las superiores de la persona
denunciante, no dispongan medidas que puedan perjudicar de cualquier modo a
aquella. Cualquier medida o conducta que la perjudique en razón de haber hecho
la denuncia se considerará un hecho de violencia por motivos de género en el
mundo del trabajo, de acuerdo a la normativa descripta en el Artículo 2 del
presente Protocolo.

ARTÍCULO 13. LICENCIA POR VIOLENCIA DE GÉNERO.

Se recomienda a todos los organismos del Sector Público Nacional, que aún no
tengan prevista normativa que reconozca la licencia por violencia de género, su
rápida adopción. Para ello se proponen las siguientes premisas: Las situaciones
de violencia laboral por motivos de género que dan lugar al reconocimiento de
los derechos antes mencionados se podrán acreditar mediante cualquiera de las
siguientes maneras: - Informe de intervención al que refiere el artículo 7 inc. A); -
Informe de servicios sociales; - Informe de organismos especializados; - Orden de
protección o cualquier otra resolución judicial que acuerde una medida cautelar a
favor de la persona afectada; - Denuncia ante sede judicial o policial. La licencia
podrá ser solicitada a través de cualquier medio, acompañando alguna de las
formas establecidas para acreditar la situación de violencia dispuesta en el punto
anterior, debiendo el organismo empleador preservar el derecho a la intimidad de
la persona. Al solicitarse la licencia, la autoridad administrativa del lugar en el que
preste servicios la persona dispondrá medidas y acciones para el
acompañamiento de la situación a través del área competente de cada
organismo, de acuerdo a lo previsto en el artículo 6°. A todo efecto, y a los fines
de la solicitud de la presente licencia se considerará que el informe de
intervención al que refiere el artículo 7 inc. A) es documentación suficiente para
acreditar la existencia de violencia por motivos de género.

ARTÍCULO 14. AUSENCIAS O INCUMPLIMIENTO HORARIO.
REORDENAMIENTO DEL TIEMPO DE TRABAJO. POSIBILIDADES.

Podrán establecerse mecanismos de justificación de ausencias o incumplimiento
horario en el lugar de trabajo cuando las mismas sean motivadas por la situación



de violencia y/o acoso laboral por motivos de género Lo mencionado en el
párrafo precedente se implementará en el marco de los regímenes de Licencias,
Justificaciones y Franquicias vigentes en la entidad, jurisdicción u organismo que
se trate y como consecuencia de un trabajo coordinado entre las áreas
competentes en materia de recursos humanos y las previstas en el artículo 6° del
presente protocolo.

ARTÍCULO 15. ADHESIONES. MODIFICACIONES.

Todas aquellas adhesiones y modificaciones concertadas en orden a lo dispuesto
en el Artículo 3° del presente Protocolo, deberán ser informadas al Ministerio de
Mujeres, Géneros y Diversidad, como, asimismo, a la Secretaría de Gestión y
Empleo Público de la Jefatura de Gabinete de Ministros.



7.2. ANEXO II

Modelo de informe para las áreas de género y diversidad en el ámbito laboral

Este informe tiene como potenciales destinatarixs a las diferentes áreas de género
(ver ejemplo). Se recomienda realizar en formato word, con tipografía calibri 12 y un
interlineado de 1,5. Debe tener un margen superior de 5 cm; margen inferior de 2,5
cm; para el exterior 1,5 cm; y para el interior 5 cm.

● Como primer paso, se debe especificar a qué área está dirigida la
comunicación.

● Completar los datos básicos de la persona que se encuentra en situación
de violencia por motivos de género.

● Completar los datos del grupo conviviente.
● Completar los datos del agresor.

En el informe se debe dar cuenta de:
● La situación de violencia, indicando tipos, modalidades e indicadores de

riesgo.
● Los hechos más relevantes, ámbito en qué sucede, cuál fue el motivo de

contacto con el área y qué demanda realizó.
● Detallar tareas y horarios que despliega la consultante, tareas y horarios

en que se desempeña la persona agresora.
● Si se han solicitado o evaluado adoptar medidas preventivas.
● Incluir la situación socioeconómica de la persona. Detallar si percibe

ingresos, si tiene personas a cargo, entre otros .
● También se debe constatar si hay otras instituciones interviniendo en la

situación (CIOT, comisarías, juzgados, entre otros ).
● Documentación acompañada y/o modalidad probatoria que la persona

refiera (testigxs, mensajes, etc)
● Si alguno de estos datos no puede ser especificado por la persona que se

comunicó, debe consignarse en el informe la imposibilidad de haber sido
recabados.

● Resulta fundamental brindar información respecto de las posibles
medidas a adoptar, así como la denuncia, acciones que pueden seguirse.

● El informe finaliza realizando recomendaciones acerca de la importancia
de mantener la confidencialidad de toda la información brindada, lo cual
reviste condición esencial del mismo.



(Localidad) , (día) de (mes) de (año)
A (nombre a quien está dirigido)

S___________ /__________________ D:

A. DATOS PERSONALES:
Nombre completo:
Edad:
DNI:
Teléfono:
Domicilio:
Localidad:
Función en la que se desempeña:
Institución donde brinda tareas:
Datos del grupo conviviente
Nombre completo:
Edad:
DNI:
Datos del agresor:
Nombre completo:
Edad:
Función en la que se desempeña:
Institución donde brinda tareas:

B. INFORME:
C. LÍNEAS DE ACCIÓN:
D. DOCUMENTACIÓN ACOMPAÑADA Y/O PRUEBA REFERIDA:
E. ESTRATEGIA DE INTERVENCIÓN SUGERIDA:

Leyenda de confidencialidad: Tratándose -la presente- de información
confidencial y sensible, se solicita guardar absoluta confidencialidad respecto a
los datos personales vertidos en el presente informe de actuaciones en el marco
de un abordaje integral. Ello de acuerdo a la normativa vigente en la materia tal
como la Ley N° 26.485 de Protección Integral para prevenir, sancionar y erradicar
la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones
interpersonales y la Ley N° 25.326 de Protección de Datos Personales.

Sin más, saludamos a ud. atte,
Equipo (completar según corresponda)



Anexo III: Instructivo para solicitar documentos y trámites con carácter
reservado en el Sistema de Gestión Electrónica.

OBJETIVO

El presente documento fue diseñado a los fines de instruir a quien tenga la
necesidad de requerir a la Dirección Nacional de Gestión Documental Electrónica
la habilitación para la generación de documentación reservada y/o caratular
trámites con el carácter de reservado en el Sistema de Gestión Documental
Electrónica (en adelante GDE).

En primer lugar, la normativa que regula esta solicitud es la Resolución 43/2019,
Anexo I artículo 35 (RESOL-2019-43-APN-SECMA#JGM). El inciso A refiere al
método de solicitar documentos reservados y el inciso B indica cómo proceder
para solicitar códigos de trámite reservados en el sistema GDE.

Lo primero que debe tenerse en cuenta a la hora de realizar esta solicitud es
identificar con claridad lo que operativamente es necesario, es decir, un código de
trámite reservado para incorporar documentación y que esta se reserve o,
simplemente, documentos que, por contener información sensible, deben ser
reservados.

DEFINICIONES

Código de trámite: indicador que determina la función estatal involucrada en un
expediente.

Expediente: “conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de
antecedente y fundamento al acto administrativo, así como las diligencias encaminadas
a ejecutarlo” (Decreto 894/2017).

Tipo de documento: indicador que determina la función que un documento cumple en
el marco de un expediente.

Documento: unidad mínima de sentido administrativo. Para constituirse debe poseer
identificación única e información (de cualquier formato). Puede o no ser parte de un
expediente.

Expediente reservado: es un conjunto de documentos oficiales sobre un
determinado asunto a resolver cuyo contenido es confidencial o de manejo sensible y
los documentos y archivos de trabajo que lo integren podrán ser consultados por
quienes reciban el expediente o tengan alguno de los permisos de consulta.

Operativamente el procedimiento es similar, pero lo explicaremos
diferenciadamente para no confundir al/lx lector/x.

Documentos:



Para que una repartición pueda generar y firmar documentos con carácter
reservado es necesario caratular el código de trámite: “GENE00058 - Solicitud de
documento / trámite/registro reservado y/o secreto”

Luego se debe realizar un informe que será firmado por el/lx funcionarix
(Director/x General o Nacional o funcionarix con rango equivalente) que tenga a
cargo la repartición solicitante de documentación con carácter de reservado,
indicando:

1- Identificar para qué trámite/s necesita generar los documentos
reservados.

2- Cuál es el documento que se necesita (por ejemplo, un informe reservado,
un documento importado reservado, un acto administrativo de alcance
particular).

3- Señalar en qué trámite se utilizará el documento reservado.
4- Indicar la normativa que sustenta la reserva de la documentación.
5- El informe debe ser firmado por el/lx funcionarix que tenga a cargo la

repartición que solicita la posibilidad de generar documentación con
carácter reservado: debe ser Director/x General o Nacional o funcionarix
con rango equivalente a los mencionados.

6- Indicar la normativa que da competencia al/lx funcionarix para realizar
este tipo de solicitudes.

7- Incluir en el informe la normativa que establece la confidencialidad de la
información que se requiere reservar.

8- El/lx superior jerárquicx de la repartición solicitante que tenga
competencia para la firma, debe firmar un acto administrativo. Este
instrumento, además de contener los requisitos propios necesarios que
establece la Ley N° 19.549, debe indicar:

● El documento reservado que debe ser generado por el área solicitante
(ejemplo: un informe, una resolución de alcance particular, entre otros).

● El trámite en el que será utilizado, autorizando su reserva y citando en los
considerandos la normativa que fundamenta la competencia para
solicitar la reserva y la normativa que establece la confidencialidad de la
información.

A modo de sugerencia, y a los fines de agilizar los procedimientos de solicitudes
posteriores dirigidos a la Dirección Nacional de Gestión Documental Electrónica
para habilitar nuevas reparticiones o solicitar nuevos documentos reservados, es
oportuno establecer en uno de los artículos del acto administrativo una
delegación en la autoridad máxima de la repartición que utilice la documentación
reservada. A modo de ejemplo:

Artículo (número). Habilitase a la máxima autoridad de
…………………………a solicitar los permisos pertinentes para lxs usuarixs



de esta …………. que corresponda o intervengan en la generación y
firma de los documentos mencionados en los artículos precedentes.

Trámites:

Para que una repartición pueda generar expedientes reservados o expedientes que sean
reservados durante determinado momento de la tramitación, debe completar los
siguientes pasos

1. Identificar qué trámite/s reservados necesita utilizar.

2. Caratular un expediente electrónico con el trámite “GENE00058 Solicitud de
documento/trámite reservado y/o secreto”.

3. El/lx funcionarix a cargo de la repartición que solicita utilizar trámites reservados,
siempre con rango no inferior a Director/x Nacional o General o funcionarix de rango
equivalente, debe confeccionar un informe explicando los motivos por los cuáles
requiere reservar información. El informe debe contener los fundamentos jurídicos y la
normativa que establece la reserva del trámite indicado, así como también la normativa
que fundamenta la competencia para solicitarla.

4. El/lx superior jerárquico de la repartición solicitante debe dictar un acto administrativo
disponiendo el uso del trámite indicado en el informe del punto 3. En sus considerandos,
el acto administrativo debe especificar la normativa que fundamenta la competencia
para solicitar la reserva y la normativa que establece la confidencialidad de la
información.

A modo de sugerencia, y a los fines de agilizar los procedimientos de solicitudes
posteriores dirigidos a la Dirección Nacional de Gestión Documental Electrónica para
habilitar nuevas reparticiones y caratular los códigos de trámite, es oportuno establecer
en uno de los artículos del acto administrativo una delegación en la autoridad máxima
de la repartición que utilice la documentación reservada.  A modo de ejemplo:

Artículo (número). Habilitase a la máxima autoridad de …………………………a
solicitar los permisos pertinentes para lxs usuarixs de la
repartición………………………….que corresponda o intervengan en la generación
y firma de los documentos mencionados en los artículos precedentes.

Una vez que sean firmados, el informe y el acto administrativo deben ser
vinculados al código de trámite “GENE00058 - Solicitud de documento /
trámite/registro reservado y/o secreto”. Luego, se debe realizar un pase del
mismo y, como mencionamos anteriormente, tiene un workflow asociado por lo
que automáticamente el pase se realizará a la DNGDE#JGM donde se realizará un
análisis pormenorizado del cumplimiento de los requisitos establecidos en el
reglamento de GDE aprobados por la Resolución 43/2019. Posteriormente se
devolverá el expediente electrónico con un informe respondiendo a la solicitud
realizada.



Consideraciones generales para ambas solicitudes:

● Tanto para la generación como para la consulta de documentos
reservados, se requiere de permisos que se otorgan a una repartición o
usuario según corresponda.

● Permiso de producción y firma: Se debe tener en cuenta que, para generar
documentos de carácter reservado, el documento tiene que estar
configurado en el sistema con esta característica y la repartición deberá
estar habilitada para generarlos.

● La limitación del permiso de generación y firma es por repartición.
● Permiso de caratulación para trámites reservados: este permiso lo

otorga la Administración Central (AC) de GDE por repartición para
caratular expedientes de Reserva Total o Reserva en tramitación.

Si la repartición no cuenta con el permiso para caratular ese código de trámite, el
sistema lo notificará mediante un cartel de aviso.

● El código de trámite “GENE00058 - Solicitud de documento /
trámite/registro reservado y/o secreto” tiene un workflow asociado y los
requisitos documentales son dos: un informe y un acto administrativo
para poder realizar un pase del expediente.

● Al tener un workflow asociado, el trámite no podrá circular libremente por
el organismo, por lo que consideramos oportuno señalar que para la
tramitación del informe y del acto administrativo internamente se utilice
el código de trámite “GENE00045 - Proyecto de Decisión Administrativa”.

● Es menester señalar que el/lx funcionario/x firmante del informe debe ser
el/x responsable de la repartición solicitante y que tenga rango no inferior
a Director/x General o Nacional o un/x funcionarix con rango equivalente o
superior a los mencionados anteriormente.

● Ante nuevas solicitudes en cuanto a habilitación de nuevas reparticiones
para la generación de documentos con carácter de reservado deben ser
firmados por la autoridad que tenga delegada las funciones atribuidas
mediante la delegación mencionada o en caso de que dicha delegación no
exista debe ser firmado por la máxima autoridad de la repartición
solicitante, este informe deberá ser vinculado al Expediente que originó la
solicitud y enviado a la DNGDE#JGM para su consideración y habilitación
en caso de que corresponda.



Paso a paso del procedimiento:

Paso 1: Caratulación del GENE00058



Paso 2: seleccionar el GENE00058 Solicitud de documento / trámite/registro reservado
y/o secreto y completar los datos que se solicitan como muestra la imagen debajo.



PASO 3: una vez caratulado el trámite, pasará a nuestro buzón de tareas en el módulo
EE. Se selecciona la opción “Tramitar”.

PASO 4: una vez seleccionado, se abrirá el expediente electrónico donde debe
vincularse el informe firmado por autoridad competente y el acto administrativo.

Así el documento se vinculará al Expediente Electrónico.

PASO 5: una vez vinculada la documentación requerida, se debe seleccionar el
botón “realizar el pase” que automáticamente dirigirá el expediente electrónico a la
DNGDE#JGM, donde será analizado y devuelto con un informe en el cual describirá el



trabajo realizado y, si corresponde, otorgar los permisos o recibir algún tipo de
observación.




